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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	09-11342-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juana María Evans Richard
	03-08-09
	SANCIONES POR USO ILÍCITO DE ENERGÍA ELÉCTRICA

-Artículos 4 y 12 del Procedimiento para el cobro del consumo de energía eléctrica no facturada y tratamiento de usos ilícitos de energía. 

Las normas señalan que cuando se observe uso ilícito de energía, se informará a la Jefatura de la Agencia Eléctrica para coordinar el levantamiento de la prueba, sin que se le de debido proceso al investigado. 



	09-11354-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marvin Rojas Rodríguez y otros (diputados)
	03-08-09
	TARIFAS EN PRIMAS DE SEGURO DE RIESGOS DEL TRABAJO

-Aplicación de la Norma Técnica del Seguro de Riesgos del Trabajo emitida por el Instituto Nacional de Seguros. Publicada en el Alcance No. 31 de La Gaceta No. 207 del 29 de octubre del 2007.

La norma cuestionada es para el cobro de primas del Seguro de Riesgos del Trabajo, que establece tarifas específicas que deben pagar los administrados, en el caso del sector de la construcción se imponen en forma arbitraria, a juicio de los recurrentes, tarifas desproporcionadas de un 4.36%.



	09-11343-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Blanca Cecilia Briceño Bustos
	03-08-09
	CASACIÓN EN MATERIA NOTARIAL

-Artículos 158 y 164 párrafo segundo del Código Notarial.

Se acusa que las normas impugnadas impiden al notario la vía de casación, mientras si le es concedida a la víctima y al actor civil. No se delimita plazo de prescripción en sanciones disciplinarias contra notarios. 



	09-11430-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Alberto Mena Ayales

ANEJUD
	04-08-09
	LIMITACIONES AL MONTO DE PENSION EN EL PODER JUDICIAL

-Artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

La norma señala que los servidores judiciales podrán acogerse a una jubilación igual al salario promedio de los últimos 24 menores salarios ordinarios, devengados al servicio del Poder Judicial, siempre que hayan cumplido 62 años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública sea al menos de 30. En ningún caso el monto de la jubilación podrá exceder del equivalente al ingreso de un diputado, entendiéndose por ingreso de las dietas y los gastos de representación. Así reformado por el artículo 4 de la Ley No. 7605 del 2 de mayo de 1996.  Estima que tomar como referencia el ingreso de los y las diputadas para limitar el monto de jubilaciones de los servidores judiciales es discriminatorio.



	09-11438-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gerardo Rodríguez Sirias
	05-08-09
	JURISPRUDENCIA DE FAMILIA SOBRE PATERNIDAD

-Jurisprudencia del Juzgado de Familia del II Circuito Judicial. 

Se impugna la interpretación que se ha dado a la tramitación de investigaciones de paternidad promovida por el padre registral de menores. Considera el recurrente que los menores tienen derecho a saber quién es su padre biológico, el caso concreto se rechazó argumentándose que se trata de un desplazamiento de paternidad. 



	09-11542-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Laura Bonilla Herrero

Aros de Bicicleta Costa Rica S.A.
	06-08-09
	ACUERDO MUNICIPAL QUE RESTRINGUE PERMISOS DE CONSTRUCCIÓN EN BELÉN

-Acuerdo del Concejo Municipal de Belén, tomado en el Artículo 5 de la sesión ordinaria No. 16-2007. Publicado en La Gaceta No. 59 del 23 de marzo del 2007.

El acuerdo suspende el otorgamiento de disponibilidad de agua y permisos de construcción, a los proyectos de desarrollo habitacional, comercial e industrial, en condominios u urbanizaciones, por el tiempo necesario para actualizar y poner en ejecución el nuevo plan regulador para el cantón de Belén. 



	09-11559-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María del Rosario Muñoz González
	06-08-09
	LIMITACIONES PARA INTEGRAR JUNTAS DE EDUCACIÓN Y JUNTAS ADMINISTRATIVAS.

-Artículo 11 del Reglamento General de Juntas de Educación y Juntas Administrativas. Decreto Ejecutivo No. 31024-MEP

El artículo impugnado señala que el cargo de miembro en las Juntas de honorífico y prohíbe a funcionarios del Ministerio de Educación y las Municipalidades, formar parte de la Junta, localizada en el circuito escolar donde presta sus servicios. No podrán ser parientes entre sí, ni de quien ejerza la dirección del centro educativo. 

	09-11979-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Banca Promérica S.A.
	17-08-09
	COBRO DE IMPUESTO DE PATENTES EN HEREDIA A LAS ACTIVIDADES FINANCIERAS.

Inciso a) del artí+culo 15 de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Heredia No. 7247 del 20-8-1991

La norma indica que los bancos y establecimientos financieros, pagarán impuesto de patentes cada trimestre, sobre ingresos por intereses brutos o comisiones o, por ambos, percibidos en el año anterior. 



	09-12037-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Liseth Álvarez Salas
	18-08-09
	PUBLICACION DE SANCIONES DE ABOGADOS

-Artículo 13 del Decreto Ejecutivo No. 20 del 17-07-1942. Reglamento Interno del Colegio de Abogados, en relación con los artículos 79 párrafo primero y 80 del Código de Deberes Jurídicos, Éticos y Morales del Profesional en Derecho y; por conexidad el ar´ticulo 3 inciso 3) en relación con el 148 ambos del Código Notarial, relacionados con al artículo 213 d) de los Lineamientos para el ejercicio y control del servicio notarial; resoluciones de la DNN No. 992-2005 y 1399-2000 (inhabilitación por remisión a órganos no notariales). 

Las normas impugnadas señalan que el ingreso, suspensión o separación de un abogado, salvo el caso de muerte, se avisará pro el periódico oficial y se comunicará a la Corte Suprema de Justicia, y el Tesorero tomará nota de ello para los efectos de los artículos 100, 107 y 111. Asimismo el Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos  del Profesional en Derecho, señala que la suspensión en el ejercicio profesional empezará a regir a partir de su publicación en el diario oficial. 



	09-012027-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Denis Villalta Canales


	17-08-09
	NO CABE RECURSO EN DENEGATORIA DE DESERCIÓN

-Artículo 217 párrafo 3) del Código Procesal Civil

La norma señala que la resolución en la que se deniegue la deserción no tendrá más recurso que el de la revocatoria…”



	09-12066-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Dagoberto Morales López 

Royal Garden Limited S.A.
	18-08-09
	ANULACIÓN DE REMATE. DERECHOS DE REMATARIOS

- Omisión contenida en todos los artículos del Capítulo II (Proceso de Ejecución), Sección I (Ejecución Hipotecaria) y el Capítulo IV (Remate) de la Ley de Cobro Judicial. No. 8624. 

-Normas que derogaron también la omisión contenida en todos los artículos del Libro Tercero (Proceso de Ejecución), Título II, Capítulos II y III, así como la OMISIÓN contenida en los artículos 653 y 654, de la Sección III (Remate), Capítulo III (Vía de Apremio), Título I (Disposiciones Comunes), del Libro III (Proceso de Ejecución), todos del Código Procesal Civil. Ley No. 7130.

Se impugnan las normas por ser omisas, al no dar protección a los derechos subjetivos de los rematarios adjudicatarios que luego de pagar el precio ofrecido en el remate y de haberse aprobado a su favor, de haberse girado a la parte acreedora del proceso el precio pagado en el remate, y dentro del plazo de tres meses después de dicha aprobación, se ven sorprendidos por la anulación del remate, sin que dichas normas establezcan en forma clara y expresa la devolución del precio que se pagó o bien el Derecho de Retención del Bien adjudicado, hasta que se de tal reintegro, y además, por considerar que esta omisión crea una laguna o vacío en nuestra legislación. 



	09-12069-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Roubik Ebrahimi
	18-08-09
	ARRESTO POR DELITOS DE CALUMNIA O INJURIA POR MEDIO DE  LA PRENSA

-Artículo 7 de la Ley de Imprenta. 

La norma impugnada dispone la pena de arresto de 1 a 120 días cuando los delitos de calumnia o injuria sean cometidos por medio de la prensa. 



	09-12261-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Antonio Román Alvarez
	21-08-09
	RESTRICCIÓN HORARIA PARA VEHÍCULOS PESADOS.

-Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. No. 7331 y su reforma mediante Ley No. 8696.

-Decreto Ejecutivo NO. 34583-MOPT. Restricción para Vehículos Pesados

Se acusa que las limitaciones a transportistas de carga terrestre es violatoria del derecho de trabajo e igualdad.



	09-12257-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Rodríguez Fonseca
	21-08-09
	GRADOS ACADEMICOS DE EDUCACIÓN UNIVERSITARIA.

-Convenio para crear una nomenclatura de grados y títulos de la Educación Superior Universitaria Estatal, específicamente donde establece los requisitos de ingreso para las personas que opten por una maestría dentro del nivel de postgrado. 

Se acusa que el convenio crea nomenclatura de grados y títulos de educación superior universitaria estatal, dictada por el CONARE establece que el tercer nivel es postgrado y para maestría debe solicitarse mínimo el bachillerato universitario, no necesariamente en la misma disciplina. A pesar de ello, el Colegio de Ciencias Económicas no incorporan personas que a pesar de  tener una maestría no tienen estudios de grado, denominados de segundo nivel.



	09-12269-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Julio Alberto Bustos Valderrama
	21-08-09
	MUNICIPALIDADES EXPLOTAN TAJOS Y CAUCES SIN CONTROLES AMBIENTALES

-Ley denominada Regulación de la Extracción de Materiales de Canteras y Cauces de Dominio Público por las Municipalidades. No. 8668. 

La ley impugnada entrega a las Municipalidades el derecho a explotar tajos y cauces sin controles adecuados y sin exigencias de protección ambiental, ni sanciones contra los ayuntamientos y sus personeros. 

	09-12323-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Javier González Méndez
	24-08-09
	RESTRICCIÓN VEHICULAR

-Artículo sexto del Decreto Ejecutivo No. 35379-MOPT sobre el Reglamento al artículo 38 bis de la Ley de Tránsito por vías públicas terrestres. No. 7331, para la regulación de la circulación vehicular median el esquema hora / placa en el centro de San José.

Se niega la entrada de vehículos de reparto a San José, lo que considera violatorio de la libertad de trabajo. 

 

	09-12328-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Danilo Rodríguez Montero
	24-08-09
	ARCHIVO DE EXPEDIENTE LEGISLATIVO CONTRA DIPUTADO SANCHEZ

-Contra el acto del 17 de agosto del 2009 de la Asamblea Legislativa, que eliminó y archivó la amonestación del diputado herediano Fernando Sánchez, por la autoría del “memorando del miedo”. 

Considera que un acto como el realizado por el diputado Sánchez, con lo resuelto por la Asamblea Legislativa, quedó impune por lo que considera inconstitucional el acto legislativo impugnado. 



	09-12351-0007-CO

Consulta Legislativa


	Francisco Antonio Pacheco Fernández 
	24-08-09
	ACUERDO INTERNACIONAL DEL CAFÉ

-Aprobación del Acuerdo Internacional del Café del 2007. Expediente Legislativo No. 17262.



	09-12413-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Ortega  Rodríguez
	25-08-09
	PROCESOS DE REMATE Y PRESCRIPCIÓN DE VIVIENDAS 

-Artículo 153 bis párrafo primero de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda. No. 7052.

-Interpretación auténtica del artículo 968 del Código de Comercio. Ley No. 3416.

El acreedor hipotecario en los procesos de remate de viviendas de interés social, no está obligado a rendir ninguna garantía, entre otros privilegios en perjuicio del deudor. Por otra parte en estos casos se aplica el plazo de prescripción de 10 años y no de 4 años, creando un beneficio injustificado a favor de los acreedores hipotecarios.

 

	09-12417-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Familia de Heredia
	26-08-09
	ADOPCION DE MAYORES DE EDAD

-Artículo 109 inciso b) del Código de Familia. 

Se indica que procede la adopción de personas mayores de edad que hayan convivido con los adoptantes 6 años antes de cumplir la mayoría de edad y hayan mantenido vínculos familiares o afectivos con los adoptantes, si lo adoptantes son familiares, la convivencia será de 3 años. Se consulta si el establecimiento de topes diferentes dentro de la minoridad es violatoria del principio de igualdad, entre otros.

 

	09-12767-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Salom Cavaría y otros
	31-08-09
	ACUERDO LEGISLATIVO SOBRE ARCHIVO DEL EXPEDIENTE DEL DIPUTADO SANCHEZ CAMPOS

-Moción de orden aprobada por el Plenario de la Asamblea Legislativa en la sesión ordinaria número 57 del 17 de agosto del 2008.

En la sesión impugnada se resuelve sobre la cancelación de credenciales interpuesta por el Sindicato de Trabajadores de la Universidad Nacional (SITUN) y la Procuraduría de Ética Pública contra Fernando Sánchez Campos, por presunta infracción a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Se establece que no existe régimen sancionatorio alguna dentro del ordenamiento jurídico para la acción que se acusa, por lo que la Asamblea se declara incompetente para decidir sobre esta y ordena el archivo definitivo del expediente. 


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	09-010361-0007-CO

Voto 2009-12206
	05-08-09
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Arnoldo Solano Rodríguez en contra de la Resolución del 16 de Junio del 2009 de la CCSS, que notifica la prevención de cierre de un negocio, por solidaridad de deuda de un tercero, sin fundamento alguno. Se rechaza de plano la acción.-

	09-008875-0007-CO

Voto 2009-12210
	05-08-09
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara de Comercio de Costa Rica en contra del Articulo 8 inciso G de la Ley de Impuesto sobre la Renta Número 7092 del 21 de abril de 1998. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada violación al principio de igualdad. En lo demás, se rechaza de plano la acción.-

	09-010673-0007-CO

Voto 2009-12212
	05-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Pérez Zeledón en contra del Articulo 5 de la Ley de Juegos. No ha lugar a evacuar la consulta.-

	09-006696-0007-CO

Voto 2009-12213
	05-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Constructora Sánchez Carvajal S.A. en contra de los Numerales 9.2,9.3,9.6,1.9,6.2 y 9.6.3 Norma Técnica del Seguro de Riesgos del Trabajo. Se rechaza de plano la acción.- 

La Magistrada Calzada salva el voto y ordena dar curso a la acción.- 

La Magistrada Abdelnour salva el voto y ordena dar curso a la acción.-



	09-009571-0007-CO

Voto 2009-12214
	05-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Ángel Valverde Ríos en contra del Artículo 7 y 8 de la Ley de Salario y Régimen de Méritos de la Contraloría General de la República. No. 3724. Se rechaza de plano la acción.-

	08-013703-0007-CO

Voto 2009-12215
	05-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. O & R Trust Services Sociedad Anónima en contra del Artículo 64 y 67 de la Ley sobre resolución alterna de conflictos y promoción de la paz social. No 7727. Se rechaza de plano la acción en relación con la violación a las garantías constitucionales de proscripción de la arbitrariedad y principio de legalidad de la función jurisdiccional. En lo demás, se declara sin lugar.-

	09-011013-0007-CO

Voto 2009-12216
	05-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Arturo Montero Calderón en contra de los Artículos 20 y 387 del Código Procesal Penal y Subsidiariamente la interpretación. Se rechaza de plano la acción.-

	09-010750-0007-CO

Voto 2009-12217
	05-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fabio Vincenzi Guila en contra del Inciso 6) del Artículo 53 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-

	09-010783-0007-CO

Voto 2009-12218
	05-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Automotriz CR/CA. S.A. Nacional Automotriz Nasa, S.A. en contra del Artículo 5 de la Ley del Impuesto de Patentes de la Municipalidad de Tibás. No. 8523 de 30-06-06. Se rechaza por el fondo la acción.- 

El Magistrado Vargas salva el voto y ordena dar curso a la acción.- 

La Magistrada Abdelnour salva el voto y ordena dar curso.-



	09-010716-0007-CO

Voto 2009-12219
	05-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Eduardo González Bogantes en contra del Artículo 158 del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-

	09-008488-0007-CO

Voto 2009-12221
	05-08-09
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Patentados de Costa Rica en contra del Artículo 4 del Decreto 23485-J del 26-07-1994. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 08-002550-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	09-008989-0007-CO

Voto 2009-12222
	05-08-09
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Instituto Latinoamericano de los Derechos Humanos y la Paz Social en contra del Artículo 88 del Código Electoral de Costa Rica. Se deniega el trámite a esta acción.-

	09-006434-0007-CO

Voto 2009-12223
	05-08-09
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cristina María Arguedas Álvarez en contra de los Artículos 69, 72 y 242 del Código de Familia. Se deniega el trámite a esta acción.-

	08-010781-0007-CO

Voto 2009-13072
	19-08-09
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Francisco Ugalde Víquez, Mario Andrés Boza Loría en contra del Decreto Ejecutivo No. 34295-MINAE. “Manual para Clasificación de Tierras dedicadas a la Conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre de Costa Rica. Por unanimidad se declaran inconstitucionales las siguientes frases del "Manual para la clasificación de tierras dedicadas a la conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre en Costa Rica"  (Decreto Ejecutivo No. 34295 de 29 de enero de 2008): 1) " IV.- (...) Si presentada la respectiva solicitud no fuere rechazada por la oficina ante la que se presentó dentro de los treinta días naturales siguientes, se tendrá por producido el silencio positivo en los términos de los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública  (...)"; 2) "VIII.- (...) b) "En caso de duda (...) ". Por mayoría, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad, contra el inciso h) del artículo VII y, al interpretarse conforme a la Constitución, contra las frases " (...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...) "  y " (...)  y los que se proponen en los Planes Reguladores  (...) ",contenidas, respectivamente, en los artículos IV, párrafo primero, y Transitorio II. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.- 

Los Magistrados Vargas Benavides, Armijo Sancho y Cruz Castro, salvan el voto y también anulan por inconstitucionales las frases " (...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...) "  del párrafo 1° y todo el párrafo 2° ambos del artículo IV. En lo que se refiere al numeral VII epígrafe h) en la frase que indica " (...) Este requisito será cumplido por los interesados públicos y/o privados debidamente acreditados quienes certificarán bajo fe pública la información consignada en los mapas y formarán parte de los documentos que deben entregarse para la revisión y aprobación del Plan Regulador Costero ante el Instituto Costarricense de Turismo y el INVU (...)".  Declaran además la inconstitucionalidad de la totalidad del Transitorio II.-



	08-004934-0007-CO

Voto 2009-13073
	19-08-09
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Cristóbal Figueroa Landi en contra del Artículo IV Párrafo I y II, Artículo VII Inciso H) y los Transitorios II y III del Decreto Ejecutivo N°34295-MINAE. Por unanimidad se declara inconstitucional la frase del artículo IV del "Manual para la clasificación de tierras dedicadas a la conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre en Costa Rica" (Decreto Ejecutivo No. 34295 de 29 de enero de 2008) que indica lo siguiente: "IV.- (...) Si presentada la respectiva solicitud no fuere rechazada por la oficina ante la que se presentó dentro de los treinta días naturales siguientes, se tendrá por producido el silencio positivo en los términos de los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública (...)". Por unanimidad se declara sin lugar la acción en contra de los transitorios III y IV. Por mayoría, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad, contra el inciso h) del artículo VII, artículo IX, inciso g) del artículo X, artículo XI y el Transitorio I  y, al interpretarse conforme a la Constitución, contra las frases "(...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...)" y "(...) y los que se proponen en los Planes Reguladores (...)", contenidas, respectivamente, en los artículos IV, párrafo primero, y Transitorio II. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.

Los Magistrados Vargas Benavides, Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y acogen parcialmente la acción, anulan por inconstitucionales las frases "...y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos..." del párrafo 1° y todo el párrafo 2° ambos del artículo IV.  En lo que se refiere al numeral VII epígrafe h) en la frase que  indica "(...) Este requisito será cumplido por los interesados públicos y/o privados debidamente acreditados quienes certificarán bajo fé pública la información consignada en los mapas y formarán parte de los documentos que deben entregarse para la revisión y aprobación del Plan Regulador Costero ante el Instituto Costarricense de Turismo y el INVU. (...)" Declaran además la inconstitucionalidad de la totalidad de los artículos IX, XI, los Transitorios I y II. Declaran además inconstitucional por conexidad lo dispuesto por el inciso g) del artículo X.-



	09-009752-0007-CO

Voto 2009-13081
	19-08-09
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente al Artículo 36 párrafo 7) del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 36 párrafo 7) del Código Procesal Penal no es contrario a los principios de igualdad e intervención mínima.- 

La Magistrada Abdelnour pone nota.-



	02-010070-0007-CO

Voto 2009-13082
	19-08-09
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Enrique Rojas Franco en contra del Artículo 21 del Código Notarial. No ha lugar a la gestión formulada. COMUNÍQUESE.- Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa para que tome nota del contenido de esta resolución.- 

Los Magistrados Calzada, Cruz y Abdelnour salvan el voto y conceden una prórroga de seis meses, por una única vez.-



	09-010751-0007-CO

Voto 2009-13083
	19-08-09
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. William Mora Guevara en contra Aplicación e Interpretación de los Artículos 157 y 147 de la Ley de Tránsito. Se deniega el trámite a esta acción.-



	06-015644-0007-CO

Voto 2009-13196
	21-08-09
	A las once horas con veintidós minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Damaris Arguello Sánchez en contra del Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la interpretación del mismo que hace el Consejo Superior del Poder Judicial. Se declara sin lugar la acción.-

	08-016694-0007-CO

Voto 2009-13198
	21-08-09
	A las once horas con veinticuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yamil Sarquis Dejuk en contra de los Transitorios primero, segundo y tercero de la Ley de arrendamientos urbanos y suburbanos y Artículos 433, párrafo último, artículo 158 párrafo segundo, ambos del Código Procesal Civil. No ha lugar a la gestión formulada.-

	09-011073-0007-CO

Voto 2009-13205
	25-08-09
	A las trece horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fiscal General de la República en contra de los Artículos 1 y 15 del Tratado de Extradición entre el Reino de España y la República de Costa Rica. Se rechaza de plano la acción.-  

El Mag. Armijo salva el voto y ordena dar curso.-



	09-010674-0007-CO

Voto 2009-13373
	25-08-09
	A las dieciséis horas con cuarenta y seis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la  Zona Atlántica en lo referente al Artículo 2, párrafo segundo, del Reglamento al Régimen No Contributivo de Pensiones emitido por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social en la Sesión número7715, del 12 de diciembre del 2002. Se suspende la tramitación de esta consulta hasta tanto no sea resuelta la acción de inconstitucionalidad que se tramita en expediente número 08-012571-0007-CO.-

	09-010753-0007-CO

Voto 2009-13579
	26-08-09
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Central América Pharma Supply S.A. en contra del Párrafo primero y último del artículo 48 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Se rechaza de plano la acción.- 

La Magistrada Calzada, salva el voto y da curso a la acción.-



	09-010998-0007-CO

Voto 2009-13583
	26-08-09
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Susana Porras Cascante en contra de la Directriz de El Aviso N°16-08, Plan de Vacaciones Colectivas del Poder Judicial 2008-2009.- Solamente con respecto a Acápite de Disposiciones Generales Artículo 1.10 Se rechaza de plano la acción.-

	09-011238-0007-CO

Voto 2009-13584
	26-08-09
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yamil Sarquis Dejuk en contra de la Línea Jurisprudencial del Juzgado Sexto Civil de San José en cuanto a que la apelación de una sentencia en juicio de desahucio es de tres días, cuando a juicio del accionante, debe aplicarse el plazo de cinco días del artículo 428 del CPC. Se rechaza de plano la acción.-

	09-011438-0007-CO

Voto 2009-13585
	26-08-09
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Rodríguez Sirias en contra de la Jurisprudencia del Juzgado de Familia del II Circuito Judicial. Se rechaza de plano la acción.-

	09-009175-0007-CO

Voto 2009-13586
	26-08-09
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Manuel Antonio Brenes Corrales en contra de la Opinión Jurídica de la Procuraduría General de la República No. OJ-020-2003 del 07-02-2003. Se rechaza de plano la acción.-

	09-007481-0007-CO

Voto 2009-13587
	26-08-09
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Álvaro Sagot Rodríguez y Andrea Corte en contra de la Jurisprudencia del Tribunal de Casación del Segundo Circuito Judicial de San José, en relación al artículo 103 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. Se rechaza de plano la acción.-

	09-006254-0007-CO

Voto 2009-13590
	26-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jeffry Madrigal Angulo en contra del Artículo 09 del Decreto Ejecutivo 12915-E-P, Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el artículo 9 del Decreto Ejecutivo N° 12915-E-P, Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	09-011239-0007-CO

Voto 2009-13591
	26-08-09
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal del II Circuito Judicial de San José en lo referente al Artículo 62 de la Ley número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho y sus reformas, “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento del terrorismo. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 62 de la Ley número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho y sus reformas, "Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento del terrorismo", no es contrario a los principios de legalidad y tipicidad.-

	07-014584-0007-CO

Voto 2009-13603
	26-08-09
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Diretel Sociedad Anónima Laboral en contra de los Artículos 5 y 32 del Reglamento a la Ley de Correos. Se rechaza de plano la acción de Inconstitucionalidad.-

	08-005768-0007-CO

Voto 2009-13604
	26-08-09
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sindicato de Inspectores de la Caja Costarricense de Seguro Social en contra del Artículo 25 del Estatuto de Servicio de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción.  En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 25 del Estatuto de Servicio de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-  

Los Magistrados Vargas y Jinesta declaran sin lugar la acción y dan razones diferentes.-



	09-002366-0007-CO

Voto 2009-13605
	26-08-09
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Rosales Arce en contra del Artículo 80 del Reglamento a la Ley de Loterías. Se declara con lugar la acción. Se anula por inconstitucional la frase "y dentro del plazo de sesenta días naturales" del artículo 80 del Reglamento a la Ley de Loterías,  Decreto Ejecutivo Nº 28529-MTSS-MP del 14 de marzo del 2000.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la disposición anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta sentencia en el sentido que la inconstitucionalidad declarada no afecta los premios que ya hubiesen caducado o prescrito en aplicación del mencionado plazo de sesenta días naturales, con anterioridad a la primera publicación efectuada en el Boletín Judicial número 54 del 18 de marzo del 2009, del aviso a que se refiere el párrafo segundo, del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Junta de Protección Social.- 

El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar la acción.- 

Vargas, Abdelnour y Salazar consignan nota.-



	06-003798-0007-CO

Voto 2009-13606
	26-08-09
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Línea Verde S.A. en contra del Artículo 15 de la Ley de Protección Fitosanitaria y Artículo 194.2 de la Ley General de Administración Pública. Se declara sin lugar la acción.- 

Los Magistrados Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias.-



	09-011559-0007-CO

Voto 2009-13804
	26-08-09
	A las dieciocho horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María del Rosario Muñoz González en contra del Artículo 11 del Reglamento General de Juntas de Educación y Administrativas, Dec. Ejec. 31024-MEP. Se deniega el trámite a esta acción.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	09-09933-007-CO
	Eddie Granados Valverde contra el inciso c) del artículo 3 y el inciso a) del artículo 10, ambos del Código Notarial, Ley número 7764. 

Resolución de las 13:20 horas del 10 de julio del 2009.

Boletín judicial 151, 152, 153 del 05, 06 y 07 de agosto del 2009.


	REQUISITOS PARA EJERCER EL NOTARIADO

Alega que cuenta con el título de Post Grado en Derecho Notarial y Registral; sin embargo, la Dirección Nacional de Notariado denegó la solicitud de habilitación al requerirle contar con 2 años de ejercicio de la profesión, previos a la habilitación del ejercicio de la función notarial, plazo que no solo considera irrazonable, innecesario y contrario a derecho, sino que también limita su derecho al trabajo en igualdad de condiciones que los demás profesionales en Derecho y Notarios Públicos.  

	09-05223-007-CO
	Pablo Andrés Molina Aguilar contra el artículo 14 del Reglamento Autónomo de Trabajo del Banco Crédito Agrícola de Cartago.

Resolución de las 8:30 horas del 09 de julio del 2009.

Boletín judicial 151, 152, 153 del 05, 06 y 07 de agosto del 2009.


	RELACIONES DE PARENTESCO EN EL BANCO CREDITO AGRICOLA DE CARTAGO

La norma se impugna en cuanto infringe el principio de reserva de ley en materia de derechos fundamentales, pues por reglamento se restringe el derecho al trabajo por el simple hecho de una relación de consanguinidad. La norma carece de razonabilidad y de proporcionalidad pues restringe el derecho fundamental al trabajo y el derecho a ejercer un cargo público, a pesar de que no ve cómo se pueden estar afectando los fines públicos y el servicio que el Banco brinda si entre las personas con el vínculo de consanguinidad o afinidad no existe relación de subordinación jerárquica o de mando, que implique un conflicto de intereses, ni que afecte el servicio que da el banco o su imagen. Considera además que, en igualdad de condiciones, se le da un trato distinto y discriminatorio respecto a los demás funcionarios públicos, quienes sólo pueden ser despedidos por las causales de despido justificado que expresa la legislación laboral costarricense, ya que la única razón de su cese de funciones es el artículo 14 de su Reglamento Autónomo de Trabajo.

	09-09442-007-CO


	Gloria Orozco Soto contra el artículo 9.1 inciso a) del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social.

Resolución de las 8:50 horas del 20 de julio del 2009

Boletín judicial 151, 152, 153 del 05, 06 y 07 de agosto del 2009.


	REQUISITOS PARA TRASLADO DE PENSIÓN A VIUDA EN LA CCSS

La norma se impugna en cuanto concede el derecho a la pensión al cónyuge del asegurado fallecido, siempre que el cónyuge sobreviviente haya dependido económicamente de él, lo cual resulta contrario al derecho a la seguridad social y a la protección especial de la viuda, la familia, el enfermo y el desvalido, toda vez, que coloca al cónyuge sobreviviente en un estado en el cual su nivel de vida digna se ve desmejorada al no poder contar con el apoyo y socorro económico que hasta entonces le venía dando el cónyuge que murió.  Asimismo, se cuestiona la norma en el tanto genera una discriminación de género en perjuicio de la viuda, ya que si ésta contaba con ingresos propios como resultado de su incorporación al mercado laboral, no tiene derecho a la pensión por viudez. De esta forma, la norma impugnada en vez de proteger a la viuda y a la familia, permite el  empeoramiento del nivel a una vida digna de la viuda y del grupo familiar, ya que en lugar de poder contar con las fuentes de ingresos con la que ambos cónyuges contribuían a las cargas familiares, a partir de la muerte del uno de ellos solo se podrá contar con uno solo. 

	09-09870-007-CO
	Sergio Rojas Ortiz, en su condición de Presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Salitre de Buenos Aires contra el Decreto Ejecutivo No. 34959-MINAET-J-COMEX, publicado en el alcance 53 a la Gaceta 242 de 15 de diciembre del 2008.

Resolución de las 13:40 del 10 de julio del 2009

Boletín judicial 151, 152, 153 del 05, 06 y 07 de agosto del 2009.


	CONSULTA A LOS PUEBLOS INDÍGENAS SOBRE REGLAMENTO

Las normas se impugnan en cuanto, en criterio del accionante, la normativa impugnada fue dictada por el Poder Ejecutivo, violentando el derecho fundamental de los pueblos indígenas de ser consultados sobre medidas susceptibles de afectarles directamente, reconocido en el artículo 6 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales. Lo anterior porque en el procedimiento de promulgación del Decreto impugnado, no se realizó ningún tipo de consulta efectiva a las asociaciones de desarrollo integral o a cualquier otra institución representativa de las comunidades indígenas del país, mucho menos a las y los habitantes de estas comunidades, acerca del proyecto de reglamento, por lo que no contaron con oportunidad alguna de ejercer su derecho fundamental a ser consultadas, en los términos prescritos por el artículo 6 del Convenio 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Señala que el Reglamento al artículo 78 inciso 6 de la Ley de Biodiversidad es una norma susceptible de afectar directamente los derechos de las comunidades indígenas y debió ser consultado antes de su promulgación, pues se encuentra directamente vinculada con los derechos de los pueblos indígenas en cuanto a la protección de su conocimiento tradicional sobre los usos de la biodiversidad. Además, el Reglamento modifica sustancialmente los efectos del artículo 78.6 de la Ley de Biodiversidad y tiene incidencia directa sobre el nivel de protección que otorga al conocimiento tradicional de los pueblos indígenas. 

	09-09433-007-CO
	Emilio Arana Puente contra el artículo 12 del Reglamento para la Instalación de Máquinas de Pin Ball de la Municipalidad de San Ramón, publicado en La Gaceta N° 150 del 5 de agosto del 2005. 

Resolución de las 9:55 horas del 01 de julio del 2009.

Boletín judicial 151, 152, 153 del 05, 06 y 07 de agosto del 2009.


	REQUISITOS PARA INSTALACIÓN DE MAQUINAS DE PIN BALL

La norma se impugna en cuanto viola el principio de legalidad, el principio de reserva de ley, libre comercio, legalidad y jerarquía de las normas por constituir una restricción absoluta sin autorización legal a la actividad lucrativa de máquinas para juegos con destreza, excediendo las potestades discrecionales de la Administración Pública. 

	09-09190-007-CO
	Laura Castro Alvarado en su condición de apoderada especial judicial de la Asociación Costarricense de Concesionarios de Materiales y  Agregados para la Construcción, contra la totalidad de la Ley 8668 denominada “Regulación de la Extracción de Materiales de Canteras y Cauces de Dominio Publico por parte de las Municipalidades”.

Resolución de las 13:30 horas del 10 de julio del 2009.

Boletín judicial 151, 152, 153 del 05, 06 y 07 de agosto del 2009.


	MUNICIPALIDADES EXPLOTAN TAJOS Y CAUCES SIN CONTROLES AMBIENTALES

Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de la accionante, establecen procedimientos especiales para la explotación minera que eximen del estudio de impacto ambiental a los ayuntamientos, lo que viola el marco constitucional que protege el ambiente y otros derechos fundamentales. Asimismo, infringe el numeral 11 de la Constitución Política y el principio de seguridad jurídica porque contiene normas sobre la explotación de materiales en canteras y cauces de dominio público que derogan o modifican disposiciones similares vigentes, lo que además de alterar el carácter de obligatorio de los estudios de impacto ambiental, genera inseguridad jurídica. Además introduce normas que contradicen o pretenden derogar parcialmente disposiciones contempladas en el Código de Minería, sus reformas y su reglamento, la Ley Nacional de Emergencias y Prevención de Riesgos Nº 8488 del 22 de noviembre de 2005, la Ley Orgánica del Ambiente Nº 7544 del 4 de octubre de 1995 y hasta el Código Municipal, inmiscuyéndose arbitrariamente en materias ajenas a su supuesto propósito, sin establecer fundamentos para sustentar la normativa que le integra.  Asimismo aduce que en forma tácita libera a las municipalidades de pagos de impuestos y tributos por sí misma o a los receptores de las donaciones que autoriza a favor de asociaciones legalmente constituidas, lo que viola el principio de reserva de ley que de manera absoluta opera en materia tributaria y generando un favorecimiento impropio en beneficio de particulares que se encuentren estructurados o se estructuren en asociaciones para obtener beneficios de donaciones municipales. Acusa que la ley impugnada genera competencia desleal por actos contrarios a las normas de corrección y buenos usos mercantiles, eventualmente lesiona el derecho de propiedad de los titulares de derechos y concesiones en canteras y cauces de dominio público, quienes se encuentran totalmente desprotegidos con relación a los derechos que les asisten y a la seguridad jurídica de una labor lícita y de interés público. Finalmente se acusa que el procedimiento de aprobación de la ley tiene vicios de inconstitucionalidad porque los recursos mineros son bienes propios de la nación, cuya disposición corresponde a la Asamblea Legislativa según el artículo 121 inciso 14 de la Constitución Política, por lo que se encuentra restringida su delegación, de manera que resulta evidente que el conocimiento y aprobación de la Ley Nº 8668 por la Comisión con Potestad Legislativa Plena II, constituye un vicio de constitucionalidad que debe reconocerse, acorde con las funciones que son propias de la Sala Constitucional. 

	09-06671-007-CO
	Bernal Aragón Barquero, apoderado generalísimo sin límite de suma de la Asociación de Servicios Médicos Costarricenses, contra la frase “(…)o en el sector privado(…)” contenida en el artículo 23 de la Ley de Incentivos a los Profesionales en Ciencias Médicas, N° 6836 del 21 de diciembre de 1982, reformada por Ley N° 8423 del 7 de octubre del 2004.

Resolución de las 14:15 horas del 10 de julio del 2009

Boletín judicial 151, 152, 153 del 05, 06 y 07 de agosto del 2009.


	CONTRATACION DE MEDICOS EN EL SECTOR PRIVADO

La norma dispone: “Artículo 23.- Los profesionales referidos en la presente Ley, contratados en las instituciones públicas o en el sector privado, se regirán, en cuanto a contratación, por acuerdo de partes, pero ésta no podrá darse en condiciones inferiores a las estipuladas por la presente Ley.” La norma se impugna por estimar violados los principios de razonabilidad y proporcionalidad, en tanto dispone que condiciones pactadas en una negociación colectiva que se dio en  sector público se apliquen al sector privado sin haberlo consultado con éste, ni haberlo tomado en consideración durante el proceso de aprobación de la ley. Lesiona asimismo la libertad de empresa, pues restringe la posibilidad de acordar las condiciones de trabajo entre los profesionales en Ciencias Médicas y las instituciones privadas que los contraten. Coarta el poder de dirección del empleador del sector privado, pues obliga a establecer escalas salariales y de puestos de trabajo que son propias del sector público.  Finalmente viola el principio de igualdad  pues crea una carga adicional para las instituciones médicas privadas, respecto de otros agentes económicos. Asimismo, crea una desigualdad inconstitucional entre los profesionales que cobija respecto de otros profesionales que laboran en el sector privado. 

	09-010071-007-CO
	Sandra María Monge Rodríguez, contra los artículos 139 último párrafo, 143 inciso b)  y 144 inciso e) del Código Notarial.

Resolución de las 14:05 horas del 10 de julio del 2009.
Boletín judicial 154, 155, 156 del 10, 11 y 12 de agosto del 2009.


	SANCIONES A NOTARIOS

El artículo 139 se impugna por no tipificar la falta leve y dejar su encuadramiento a la libre interpretación, arbitrio y subjetividad del operador jurídico. La omisión de la firma del notario no está incluida en ninguno de los artículos que establecen las causales de suspensión de los notarios. Así, por inopia de la ley, toda omisión del Notario, por leve que sea, es calificada por el operador jurídico como falta grave, aún cuando no lo sea, no haya existido dolo, no se haya causado un perjuicio a terceros y el documento sea eficaz al haber surtido sus efectos registrales. Los artículos 143 b) y 144 e) no concretan las conductas punibles, sino que por el contrario, para definir las faltas sancionables utilizan términos generales tales como “condiciones”, “requisitos”, “deberes”, “disposiciones”, “directrices”, “lineamientos”, “exigencias”, “deberes”, “disposición legal o reglamentaria”, etc. Estos términos no señalan faltas específicas y concretas y su ambiguedad, permite al juez, interpretarlos y aplicarlos discrecionalmente. Se acusa que ambos artículos contienen tipos totalmente abiertos, con ausencia total de gradualidad en la calificación de la gravedad de las faltas lo que coloca al Notario en estado de indefensión. La calificación de una falta como leve, grave o gravísima, debe tomar en cuenta los efectos de la acción u omisión, así como los daños y perjuicios que aquella conlleva. Las normas impugnadas contienen figuras legales contrarias a la Constitución Política, como son la falta de tipicidad, la carencia de proporcionalidad, razonabilidad y gradualidad de las sanciones,  lo que permite al juzgador ejercer una amplia discrecionalidad y subjetividad al calificar y sancionar las faltas cometidas por los Notarios.

	09-10478-007-CO
	Luis Ignacio Campos Cantero, en su condición de Presidente Ejecutivo y representante legal de Bolcomer Bolsa de Comercio, S. A.; contra el transitorio IX de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y el Reglamento para las Bolsas de Comercio del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.

Resolución de 15:27 horas del 30 de julio del 2009
Boletín judicial 159, 160, 161 del 17, 18 y 19 de agosto del 2009.


	REGULACION DE LAS BOLSAS DE COMERCIO

Señala el recurrente que el transitorio indica que las bolsas de productos estarán sujetas a la regulación y supervisión de la Superintendencia, con base en las normas y principios conferidos en la ley que les sean racionalmente aplicables y mientras no se dicte una legislación especial que las regule, para lo cual, la Superintendencia dictará una reglamentación especial. Aduce que en esa norma no está claro a cuáles bolsas se refiere. El Código de Comercio se ocupó de las bolsas de comercio, que incluían las de valores. Según el mismo CONASSIF (Reglamento para Bolsas de Comercio) bolsas de comercio en sentido estricto son las que comercian cualquier tipo de bienes, diferentes de los valores. Sin embargo, el transitorio IX no se refiere a bolsas de comercio, sino sólo a bolsas de productos y productos no es sinónimo de cualquier tipo de bien diferente de los valores, sino sólo los resultantes de la actividad humana, incluyendo la mera recolección. Está claro que se faculta la regulación y la supervisión de las bolsas de productos. Es materia restrictiva, pues se ocupa de limitar la libertad de comercio y por ello, como tal, se le debe dar una interpretación restrictiva. A título de normar no pueden inventarse autorizaciones y aprobaciones; a título de supervisar no puede sancionarse. Se permite regular y supervisar a las bolsas, no a otros sujetos. Por eso, no pueden regularse los puestos de bolsa ni los agentes de bolsa. En ningún momento se hace extensiva a las bolsas de productos, la Ley Reguladora del Mercado de Valores. Simplemente se faculta a la Sugeval a dictar la normativa que regulará a las bolsas en cuestión, con base en las normas y principios conferidos en la ley, que les sean racionalmente aplicables. La ley, no dictó el régimen legal de las bolsas de productos; simplemente encargó dictarlo a la Sugeval, con la limitación de que debía inspirarse en la misma Ley Reguladora del Mercado de Valores. Más bien el transitorio sacó a las bolsas de productos del Código de Comercio, respecto de lo cual no se hace salvedad alguna. Se trata de una normativa transitoria, porque así se denomina expresamente y porque la normativa de Sugeval regirá sólo mientras no se dicte una legislación especial. Por otra parte, debe tomarse en cuenta que las bolsas de comercio están reguladas en los artículos 398 y siguientes del Código de Comercio. Las actividades a realizar en una bolsa de comercio no son únicamente las indicadas por la Ley, su fuente principal, son los estatutos o pacto constitutivo. Esas actividades incluyen toda clase de contratos de comercio. El legislador agregó un elemento vital en el mercado de las bolsas de comercio, que consiste en que la realización de esos contratos de comercio, debe ser libre, de manera que toda interpretación que se realice de los productos o servicios que una bolsa de comercio ofrece, debe respetarle la libertad exigida por el primer párrafo del artículo 402, de manera que esa interpretación debe ser amplia y protectora de ese elemento. En otros términos, toda interpretación, labor de fiscalización y regulación, que impida la vivencia plena de esa libertad tiene vicios de ilegalidad e inconstitucionalidad. Los únicos negocios, actividades o productos que no se pueden ofrecer o negociar en una bolsa de comercio en Costa Rica son aquellos que estén prohibidos por las leyes o estén reservados a las bolsas de valores. Pueden existir bolsas de comercio especializadas en cada uno de los rubros que se describen en los incisos a) hasta el d), o bien desarrollar negocios con todos esos objetos. La plataforma jurídica creada para implementar ese producto, está contenida por contratos a través de los cuales se vende, con la posibilidad de recomprar ese bien inmueble. Esa es la forma en la cual cobra vida la cláusula abierta que determina el artículo 402 del Código de Comercio. El legislador adoptó la decisión de permitir la posibilidad de crear otro mercado por medio de las bolsas de comercio, que sin interferir con las bolsas de valores, pudiera nacer, crecer y desarrollarse, de ahí que ese elemento de apertura al admitir toda clase de contratos de comercio y la libertad a la que obliga que sean realizados de ser respetado por toda instancia jurisdiccional. El transitorio IX impugnado no dicta una regulación legal para las bolsas de productos, actividad mercantil protegida por la libertad de comercio del artículo 46 de la Constitución Política. La imposición de criterios no suple la reserva de ley que debe atenderse y violenta la interdicción de la delegación de la función legislativa. Se lesionan los artículos 9, 28 y 46 de la Constitución Política, porque hay una abierta delegación, pues no se dejó a la ley la limitación de la libertad. Una remisión como “semáforo en verde” al régimen del mercado de valores es absurda, pues se trata de operaciones comerciales diferentes, de situaciones apenas con una mínima semejanza (la existencia de bolsas, puestos y agentes que facilitan operaciones). No son lo mismo las operaciones bursátiles que las operaciones con productos. Aunque ambas bolsas son mercados, las características, volumen y trascendencia de los mismos son radicalmente diferentes, especialmente en Costa Rica. El régimen de un mercado de valores requiere una mayor intervención pública, pues se negocia con derechos relevantemente riesgosos, con ahorro público, con dinero de los diferentes sectores de la economía, sea que éstos participen como oferentes o como demandantes; en tanto que en las bolsas de productos se negocian productos tangibles, ciertos y determinados. Una cosa es la intermediación mercantil común y otra es la intermediación financiera en el sentido en que se plantea en los mercados de valores como uno de los medios de realización de los negocios. Las diferencias entre la bolsa de valores y la bolsa de productos son los objetos de negociación. En la primera se inscriben empresas para que se negocien sus acciones mientras que en la segunda se inscriben productos para negociar. La ventaja que ofrece una bolsa de productos es la transparencia y los menores precios, debido a que el comprador se relaciona directamente con el vendedor sin intermediarios. Los contratos pueden ser de entrega inmediata o diferida. Una bolsa de productos es un mercado, donde mediante el libre juego de la oferta y la demanda, utilizando el proceso de subasta a viva voz, los productos se negocian por descripción, sin la presencia física de los mismos. Todo ello en un marco de transparencia que permite poner en igualdad de oportunidades a todos los participantes del mercado, garantizándose la transparencia, la calidad y la liquidación del producto negociado en bolsa. Si aún la diferencia no estuviera clara, considera el accionante que se violentaría en todo caso el principio límite de la discrecionalidad legislativa, de que la normativa transitoria debe ser tal y no mero pretexto para esquivar la vigencia de los principios elementales más relevantes, como el de la necesaria regulación legal básica de las libertades fundamentales. El transitorio impugnado ni siquiera tiene plazo y ya han pasado casi doce años, sin que al menos exista un proyecto de ley en trámite sobre la materia. Es una clara utilización espuria del instituto de la legislación transitoria. Es en realidad una solución indefinida y para ello están las normas transitorias. Las atribuciones que le confiere la Constitución a la Asamblea Legislativa implican hacer uso de discrecionalidad. Es principio constitucional la existencia de esta discrecionalidad, pero igualmente sus límites, como el de razonabilidad, como el no utilizar la interpretación para reformar y como el de no utilizar la legislación transitoria para disponer soluciones permanentes ni menos para esquivar el principio de reserva de ley en la configuración de las libertades. El abuso del instrumento de la legislación transitoria es tal que en realidad el transitorio implica la denegatoria del título IV del Código de Comercio, relativo a las Bolsas de Comercios, pues ya las bolsas de valores habían sido sacadas del Título. Es por supuesto una derogatoria implícita, derivada de que la regulación total se delega en la Sugeval-Conassif, la que debe actuar con inspiración en las normas y principios de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. En cuanto al Reglamento, señala que dado que el mismo se emite con base en el transitorio, que es meridianamente inconstitucional, dispone una delegación ilícita y por esa razón es inconstitucional el Reglamento. Constituye una regulación limitante de un derecho constitucional, dispuesta exnovo, pues la Ley Reguladora del Mercado de Valores, se refiere a otro tipo de actividad diferente. Con el transitorio IX las bolsas de productos quedaron sin regulación legal alguna y precisamente lo que se hace es facultar a la Sugeval-Conassif para dictarla discrecionalmente, pues la remisión a las normas y principios de la Ley Reguladora del Mercado de Valores es inocua respecto de las bolsas de productos, que son otra cosa, comparadas con las bolsas y el mercado de valores. Es el fruto espurio de una violación al artículo 9 de la Constitución Política. Además se lesiona el artículo 140 incisos 3) y 18), por cuanto no se trata de un reglamento técnico que eventualmente podría encargarse a organismos especiales, sino del régimen subconstitucional total configurador y delimitador del derecho constitucional involucrado, y una tal reglamentación jamás podría encargarse a un órgano administrativo cualquiera, a menos que se sostenga, a contrapelo del texto nítido y contundente constitucional, que las reglamentaciones, cualesquiera, pueden encargarse a cualquiera. No es que el transitorio IX dispuso la aplicación de la Ley Reguladora del Mercado de Valores a las bolsas de productos. Lo que dispuso es la regulación de las mismas por un reglamento de la Sugeval (a aprobar por el Conassif) con base en las normas y principios de la Ley Reguladora del Mercado de Valores conducentes, o sea a escoger por la Sugeval, escogencia totalmente discrecional, prácticamente un “cheque en blanco”. Las bolsas de productos podrán ser sancionadas sin respeto del principio de tipicidad de los ilícitos, derivado del artículo 39 de la Constitución Política. Es más, a título de regulación la Superintendencia se autoatribuye la potestad de sanción que no quedó contemplada expresamente en el transitorio IX. En el caso de las bolsas de productos y fuera de lo que prescribe el Código de Comercio, no hay regulación alguna a nivel de ley. Lo que hay es simplemente una delegación a favor de un órgano cualquiera para que dicte la regulación primaria, sin siquiera ofrecer un parámetro razonable, pues no es la Ley Reguladora del Mercado de Valores, dictada para otro tipo de actividad, sustancialmente diferente, la que debe aplicarse.

	09-10732-007-CO
	Yamileth González García en su condición de Rectora de la Universidad de Costa Rica,  contra la Ley número 8718, del diecisiete de febrero del dos mil nueve. 

Resolución de 15:30 horas del 03 de agosto del 2009

Boletín judicial 159, 160, 161 del 17, 18 y 19 de agosto del 2009.


	ELIMINAN A UCR RENTAS DE LOTERIA

La ley se impugna en cuanto deroga el artículo 23 inciso e) de la Ley número 7395, Ley de Loterías, que establecía que se otorgara un 2% del producto de los premios prescritos y no vendidos de las loterías a los programas de la Escuela de Medicina de la Universidad de Costa Rica. Ello por cuanto esa Ley se aprobó, sin que en el trámite del procedimiento legislativo se otorgara audiencia a ese Ente Estatal. Afirma que en el expediente legislativo no figura la consulta obligatoria del artículo 88 constitucional. En el informe jurídico se evidenció la exclusión de la Universidad de Costa Rica como beneficiaria de la distribución de la utilidad neta de las loterías, juegos y otros productos de azar y, a pesar de ello, no se recomendó la consulta obligatoria a esa Institución. Por otra parte, señala que debe tenerse en consideración lo establecido en el artículo 85 de al Constitución Política, acerca del financiamiento de las Instituciones de Educación Superior por parte del Estado costarricense. Por medio de la introducción en la Constitución Política de esa norma se quiso garantizar el traslado de fondos hacia las Universidades Públicas a través de la creación de un fondo en el cual se depositaran todas aquellas rentas contempladas por el ordenamiento jurídico a favor de las Universidades. Si bien es cierto este fondo especial ha sido utilizado únicamente como una cuenta para trasladar las transferencias del Estado a las Universidades sin que necesariamente se integren también los dineros provenientes de otras fuentes, como las disposiciones de distintas leyes, estos montos están protegidos por la norma constitucional y no podían ser eliminados sin que se creen otras que no pueden ser inferiores, ni siquiera iguales a las eliminadas, sino necesariamente mejores.

	09-09306-007-CO
	Alcalde de la Municipalidad de Mora, contra la Modificación efectuada al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora, únicamente en relación con la zona protectora de los cerros de Escazú. 
Resolución de 16:01 horas del 23 de julio del 2009
Boletín judicial 159, 160, 161 del 17, 18 y 19 de agosto del 2009.


	ZONA PROTECTORA DE LOS CERROS DE ESCAZÚ

Señala el accionante que en el año 2001 se realizó una reforma integral al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora, publicada en La Gaceta N.173 del 10 de setiembre del 2001, que afectó esencialmente las áreas ubicadas en la Zona Agrícola y zona de resto del distrito, así como las áreas incluidas dentro de la Zona Protectora Cerros de Escazú, que anteriormente se encontraban dentro de la zona agrícola. La reforma integral al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora, implicó un desmejoramiento desde el punto de vista ambiental, en los siguientes aspectos a) aumento del porcentaje de cobertura máxima del lote, pasa de 10 % al 30 % en ciertas zonas, que produce una disminución en la permeabilidad de los suelos b) disminución del lote mínimo:  se pasó de entre 7000 metros cuadrados y una hectárea (10000 metros cuadrados) a 1000 metros cuadrados en algunas zonas, que implica la posibilidad de hacer fraccionamientos más densos en estas zonas de protección forestal; c) aumento en la densidad poblacional: se pasa a 30 habitantes por hectárea ; d) se cambió el uso de suelo: se pasa de uso agrícola a uno residencial donde se permite llevar a cabo la vivienda unifamiliar y multifamiliar, en urbanizaciones y condominio, comercio menor y servicios públicos comunales y toda agrícola, pecuaria y forestal o relacionada con éstas; e) no se consideró la existencia de recursos  forestales que deben ser protegidos por todas las instituciones estatales; f) no se consideró la existencia de las áreas de protección de quebradas, ríos y nacientes que también deben ser protegidos. Considera el accionante que la reforma integral al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora, únicamente en cuanto a la modificación de la zonificación de las áreas ubicadas en la Zona Protectora Cerros de Escazú y lo correspondiente en el Mapa de Zonificación, viola los artículos 50 y 89 de la Constitución Política, que tutelan el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues las disposiciones impugnadas producen el desmejoramiento de las garantías ambientales definidas por la Municipalidad de Mora, por medio del Reglamento de Zonificación del Plan Regulador, en cuanto a la Zona Protectora Cerros de Escazú, dado que la zona agrícola era la zona con mayores restricciones en cuanto a cobertura, lote mínimo y usos conformes y no conformes, sin embargo actualmente es posible que un urbanizador lleve a cabo un condominio en la Zona Protectora casi sin ningún tipo de restricción, pues es un uso conforme según la norma que se impugna, lo cual es totalmente contrario a los propósitos y fines de la creación de esta área silvestre protegida, que pretende resguardar los recursos forestales e hídricos de estos terrenos, que representa una violación al derecho a un ambiente sano, puesto que el ambiente en su integridad se ve afectado, en perjuicio de todos los vecinos del Cantón, y especialmente los vecinos de la zona protectora y su área de influencia, que traspasa los límites cantonales. Acusa también la infracción del artículo 25.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, pues de allí se desprende la obligación de los Estados de respetar y asegurar el disfrute  de los derechos humanos para sus habitantes, que engloba el accionar institucional, que debe encaminar todas sus políticas y regulaciones generales, así como sus actos concretos a su consecución, por lo que existe una discordancia entre el principio contenido en esa norma internacional y la reforma efectuada en el 2001 al Reglamento de Zonificación del Cantón de Mora, en cuanto a la Zona Protectora Cerros de Escazú. Existe también una violación al artículo 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, conocido como Protocolo del Salvador, pues es claro que la emisión de una normativa local con fuerza de ley material, que flexibilice las regulaciones ambientales en un área silvestre protegida, es contraria a esta norma de derecho internacional, que establece la obligación del Estado de promover la protección preservación y mejoramiento del ambiente. Además, la normativa impugnada viola el principio de progresividad de los derechos humanos, ya que lejos de mejorar y asegurar el reconocimiento y respeto real de las personas de gozar de un nivel de vida adecuado que le asegure su salud y el bienestar y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, se emitieron regulaciones perjudiciales a la Zona Protectora Cerros de Escazú.  

	09-10410-007-CO
	Francisco Antonio Pacheco Fernández, Antonio Calderón Castro y Alex Sibaja Granados, en su condición de Presidente, Secretario General y Tesorero del Partido Liberación Nacional, respectivamente, contra los Artículos 88 y 153 del Código Electoral.

Resolución de 15:07 horas del 29 de julio del 2009

Boletín judicial 159, 160, 161 del 17, 18 y 19 de agosto del 2009.


	PARTICIPACION DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS EN POLÍTICA

Señalan los accionantes que el artículo 88 del Código Electoral viola lo establecido en el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que no autoriza que los derechos de participación política se puedan restringir vía legal por causas diferentes a las taxativamente indicadas en el párrafo segundo de ese mismo artículo. Consideran que al autorizar la restricción de los derechos de participación política de altos funcionarios públicos, por razones no contempladas expresamente dentro de las excepciones señaladas en el numeral 23 del Pacto San José, el artículo 88 del Código Electoral es inconstitucional. Arguyen que no podría válidamente argumentarse que el artículo 102 inciso 5) de la Constitución autoriza de manera implícita el establecimiento de prohibiciones en perjuicio de los funcionarios que enumera el artículo 88 del Código Electoral, puesto que aún en tal hipótesis la norma constitucional en examen sería incompatible con el numeral 23 del Pacto de San José. Aducen que el numeral 88 del Código Electoral lesiona también el artículo 33 de la Constitución Política, por cuanto el Presidente y los Ministros están inhibidos legalmente para participar en política electoral, en tanto que los diputados sí están autorizados al efecto, discriminación que viola el principio de igualdad ante la ley, pues le otorga un trato diferente a sujetos ubicados en la misma situación jurídica, pues se trata en ambos casos de miembros de los supremos poderes con cargos de elección popular. Acusan también la inconstitucionalidad del artículo 153 del Código Electoral,  porque viola el principio constitucional de que el régimen de inmunidades y pérdida de credenciales de los miembros de los Supremos Poderes es materia reservada por el constituyente originario exclusivamente a la Constitución Política, y no puede ser ampliado por vía legal. En el caso del Presidente, el constituyente ni siquiera previó la posibilidad de que pudiera ser despojado de su credencial, salvo la excepción establecida en el artículo 121 inciso 8) de la Constitución. Así, el constituyente estableció taxativamente las causales por las cuales los miembros de los Supremos Poderes pueden perder sus credenciales. En el caso de los diputados, tales causales se encuentran expresamente sancionadas por los artículos 111 y 112 de la Carta Política y en el del Presidente en el numeral 121 inciso 8) del texto constitucional. Consideran que el artículo 153 del Código Electoral, en cuanto establece la posibilidad de que el Presidente de la República y los Ministros puedan ser sancionados con la suspensión para el ejercicio de su cargo hasta por 4 años, incurre en un vicio de  inconstitucionalidad, ya que la ley no puede crear nuevas causales de pérdida de las credenciales de los miembros de los Supremos Poderes. Acusan finalmente que el artículo 153 del Código Electoral es inconstitucional también por la infracción del artículo 39 de la Constitución Política, toda vez que la inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos no es jurídicamente una inhabilitación absoluta, sino más bien especial, la cual sólo puede imponerse de manera accesoria, nunca como sanción primaria. Este principio constitucional, que deriva del artículo 39 de la Constitución Política lo recoge el artículo 50 del Código Penal. El artículo 153 del Código Electoral consagra una inhabilitación relativa, pues sólo impide el ejercicio de cargos públicos hasta por un máximo de cuatro años, sin que dicha sanción implique, de manera concomitante, la privación de los derechos políticos activos y pasivos y otras sanciones características de las inhabilitaciones absolutas. Por consiguiente, la inhabilitación especial que establece el artículo 153 del Código Electoral como pena principal es inconstitucional por violación del principio derivado del artículo 39 de la Constitución Política, según el cual no se pueden establecer inhabilitaciones especiales como penas principales, sino como accesorias.

	09-10788-007-CO
	Brain Glen Hirsch  contra los incisos a) , c) , ch) y d) y el último párrafo del artículo 47 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, Ley número 6043 de 2 de marzo de 1977 y los incisos a), c), ch) y d) del artículo 25 del Reglamento a la Ley  Sobre la Zona Marítimo Terrestre, Decreto Ejecutivo 7841 de 16 de diciembre de 1977. 

Resolución de 11:10 horas del 07 de agosto del 2009.

Boletín judicial 162, 163, 164 del 20, 21 y 24 de agosto del 2009.


	LIMITACIONES A EXTRANJEROS PARA OBTENER CONCESIONES EN ZONA MARITIMO TERRESTRE

La normas se impugnan en cuanto las limitaciones que disponen en relación con los extranjeros son violatorias del derecho fundamental a la igualdad garantizado por la Constitución Política. Alega que las limitaciones y excepciones para ser concesionarios de la zona marítimo terrestre dispuestas en las normas cuestionadas, se basan en la nacionalidad y carecen de todo propósito o finalidad razonable. Pues sustentarlas en un fin de preservación del patrimonio nacional, sus riquezas naturales y los valores y principios costarricenses, contravendría el aprecio de la Constitución por la diversidad cultural y el incentivo que en esta materia supone la incorporación de extranjeros a la vida nacional. Además, al tratarse de propiedad del Estado y ser inalienable e imprescriptible, las concesiones son para el uso y disfrute de áreas determinadas de la zona restringida, por un plazo fijo, circunstancia que no varía en lo absoluto si la concesión recae sobre un nacional o un extranjero. Las medidas diseñadas por el legislador y seguidas en el Decreto Ejecutivo  a su juicio carecen de idoneidad y son gravemente desproporcionadas.



	09-10205-007-CO
	Gaston Baudrit Ruiza contra los artículos 10, 33 y 40 de la Ley de patentes de invención, dibujos y modelos industriales y modelos de utilidad, N6867 de 25 de abril de 1983.
Resolución de 11:40 del 12 de agosto del 2009

Boletín judicial 166, 167, 168 del 26, 27 y 28 de agosto del 2009.


	SANCIONES POR NO PAGO DE TASA DE PUBLICACIÓN DE PATENTES DE INVENSIÓN

-Artículo 10, 33 y 40 de la Ley de Patentes de Inveción, Dibujos y modelos industriales y modelos de utilidad. No. 6867 del 25 de abril de 1983. 

-Artículo 2 incisos o) y p) de la Ley 8632 del 28 de marzo del 2008 en cuanto derogan y amplían el artículo 33. 

Se acusa que las normas establecen la creación de impuestos por vía reglamentaria con sanción de pérdida de derechos constitucionales en caso de omisión de su pago. En el caso concreto se dispone el desisitimiento del derecho a la patente de invención, por no haber comprobado el pago de una tasa de publicación a estipular en un Reglamento y que nunca fue creada. 



	09-11430-007-CO
	Mario Alberto Mena Ayales en representanción de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales, para que se declare inconstitucional la frase "...En ningún caso el monto de la jubilación podrá exceder del equivalente al ingreso de un diputado, entendiéndose por ingreso las dietas y los gastos de representación." contenida en el artículo 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
Resolución de 14:45 horas del 14 de agosto del 2009
Boletín judicial 166, 167, 168 del 26, 27 y 28 de agosto del 2009.


	LIMITACIONES AL MONTO DE PENSION EN EL PODER JUDICIAL

Las normas se impugnan en cuanto los servidores del Poder Judicial perciben una contraprestación económica por el servicio que brindan, que para todos los efectos es un salario. En tanto los señores y señoras Diputadas, lo que perciben es un ingreso constituido por dietas y gastos de representación. El salario de los servidores judiciales se encuentra compuesto de algunos otros rubros y/o componentes salariales tales como la antigüedad en el puesto (aumentos anuales), dedicación exclusiva, prohibición, carrera profesional y los distintos componentes existentes, que no se encuentran regulados e incorporados en los ingresos que perciben los y las legisladoras de la Asamblea Legislativa, ya que no reciben técnicamente un salario. Refiere que el solo hecho de tomar como referencia el ingreso de los diputados para limitar el monto de las jubilaciones de los servidores del Poder Judicial, resulta total y absolutamente discriminatorio, no solo por lo señalado anteriormente, sino también porque en materia presupuestaria son dos poderes absolutamente distintos, lo cual es un reflejo abusivo del principio de reserva legal. Por otro lado, durante toda la relación de empleo de los funcionarios judiciales, deben aportar un 9% de todo el salario al régimen de jubilación, lo cual no opera en iguales condiciones respecto a los representantes popularmente electos. De manera que se está produciendo una discriminación, al otorgar un trato igual entre desiguales.
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	162
	20 de agosto 2009
	Sentencia 2009-01052

Expediente 09-00379-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Juicio Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 324 del Código Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el párrafo 1) del artículo 324 del Código Penal no es contrario a los principios de culpabilidad e inocencia. En cuanto al párrafo 2) de esa misma norma, el mismo es inconstitucional y por ende se anula del ordenamiento jurídico. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-


	162
	20 de agosto 2009
	Sentencia 2009-03682

Expediente 08-10295-0007-CO. A las diez horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juliana Romo Dobles en contra del Inciso 3 artículo 173 del Código de Familia. Se declara con lugar la acción.  Se interpreta el inciso 3 del artículo 173 del Código de Familia en el sentido de que las hipótesis allí reguladas, a saber: injuria, falta o daños graves del alimentario contra el alimentante, pueden ser invocadas y eventualmente reconocidas como fundamento para la declaratoria de inexistencia de la obligación alimentaria, no solo en los casos expresamente establecidos, sino también en aquellos procesos en donde el obligado alimentario es el hijo o hija y el acreedor alimentario y beneficiario es el padre o madre.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma que se declara inconstitucional, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	162
	20 de agosto 2009
	Sentencia 2009-04960

Expediente 07-10958-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Arturo Barrantes Fuentes en contra de la Frase Final Artículo 5 Ley 7302 (Ley General de Pensiones) y Artículo 15 de su Reglamento. Se declara con lugar la acción. En consecuencia debe interpretarse la frase final del artículo 5° de la Ley General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, Ley #7302 y el artículo 15 de su Reglamento, Decreto Ejecutivo #33080-MTSS-H en el sentido que ambas normas incluyen el rubro salarial denominado carrera profesional. Esta sentencia tiene efectos declarativos, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surte efectos generales a partir de la publicación del primer aviso en el Boletín Judicial acerca de la admisión a trámite de la presente acción. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y a la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	162
	20 de agosto 2009
	Sentencia 2009-02019

Expediente 05-15450-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Vargas Leiva y Quírico Jiménez Madrigal en contra del artículo 14 del Decreto Ejecutivo número 32734-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 14 del Decreto Ejecutivo No. 32734-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC, del 9 de agosto del 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Presidente de la República y a los Ministros de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, Salud, Obras Públicas y Transportes, Agricultura y Ganadería y Economía, Industria y Comercio.-



	166
	26 de agosto 

2009
	Sentencia 2008-13851

Expediente 07-10941-0007-CO. A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Helberto Moreira González en contra del Acuerdo 2007-23-006, punto 2, tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica el 19 de junio de 2007. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula el acuerdo 2007-23-006, punto 2, tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica el 19 de junio de 2007. Por conexidad, también se anula el punto 4 del acuerdo aludido. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En consecuencia, deberá el Colegio de Abogados de Costa Rica, cancelar de oficio el registro de todas aquellas sanciones que tengan diez o más años de haber sido cumplidas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La Magistrada Abdelnour pone nota.-



	166
	26 de agosto 

2009
	Sentencia 2009-03082

Expediente 08-15152-0007-CO. A las doce horas con treinta y tres minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Jueza del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 55 Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se evacua la consulta en el sentido de que es inconstitucional, del artículo 55 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, la parte que dispone que El plazo para impugnar ante los tribunales las resoluciones firmes que dicte la Caja será de seis meses. En ejercicio de las potestades otorgadas a la Sala en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dispone que el plazo máximo para incoar el proceso judicial contra las resoluciones de la Caja Costarricense de Seguridad Social será el mismo que disponga el ordenamiento jurídico como plazo de prescripción para el reclamo del respectivo derecho de fondo. Esta sentencia es declarativa y su efecto es retroactivo a la fecha de vigencia de la norma consultada. Publíquese esta sentencia íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en la Gaceta. Notifíquese al consultante, a la Asamblea Legislativa y al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social.-
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	159-160-161
	17-18-19 de agosto 2009


	Sentencia 2009-12215

Expediente 08-13703-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. O & R Trust Services Sociedad Anónima en contra del Artículo 64 y 67 de la Ley sobre resolución alterna de conflictos y promoción de la paz social. No 7727. Se rechaza de plano la acción en relación con la violación a las garantías constitucionales de proscripción de la arbitrariedad y principio de legalidad de la función jurisdiccional. En lo demás, se declara sin lugar.-



	159-160-161
	17-18-19 de agosto 2009


	Sentencia 2007-16492

Expediente 03-12866-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. El Hispano Sociedad Anónima, y otros, en contra del Decreto Ejecutivo número 31383-SP, Reforma al artículo 57 (antes 39) del Reglamento a la Ley de Armas y Explosivos. Se declara sin lugar la acción.-

Los Magistrados Armijo y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar la acción.-



	169-170-171
	31 de agosto y 01-02 de setiembre del 2009
	Sentencia 2009-13072

Expediente 08-10781-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Francisco Ugalde Víquez, Mario Andrés Boza Loría en contra del Decreto Ejecutivo No. 34295-MINAE. “Manual para Clasificación de Tierras dedicadas a la Conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre de Costa Rica. Por unanimidad se declaran inconstitucionales las siguientes frases del "Manual para la clasificación de tierras dedicadas a la conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre en Costa Rica"  (Decreto Ejecutivo No. 34295 de 29 de enero de 2008): 1) " IV.- (...) Si presentada la respectiva solicitud no fuere rechazada por la oficina ante la que se presentó dentro de los treinta días naturales siguientes, se tendrá por producido el silencio positivo en los términos de los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública  (...)"; 2) "VIII.- (...) b) "En caso de duda (...) ". Por mayoría, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad, contra el inciso h) del artículo VII y, al interpretarse conforme a la Constitución, contra las frases " (...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...) "  y " (...)  y los que se proponen en los Planes Reguladores  (...) ",contenidas, respectivamente, en los artículos IV, párrafo primero, y Transitorio II. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.- 

Los Magistrados Vargas Benavides, Armijo Sancho y Cruz Castro, salvan el voto y también anulan por inconstitucionales las frases " (...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...) "  del párrafo 1° y todo el párrafo 2° ambos del artículo IV. En lo que se refiere al numeral VII epígrafe h) en la frase que indica " (...) Este requisito será cumplido por los interesados públicos y/o privados debidamente acreditados quienes certificarán bajo fe pública la información consignada en los mapas y formarán parte de los documentos que deben entregarse para la revisión y aprobación del Plan Regulador Costero ante el Instituto Costarricense de Turismo y el INVU (...)".  Declaran además la inconstitucionalidad de la totalidad del Transitorio II.-
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AMBIENTE 

13979-09. CONTAMINACIÓN SÓNICA GENERADA POR PLANTA ELÉCTRICA DEL BANCO POPULAR EN PALMARES. Alega el recurrente que interpuso denuncias  ante el  Área Rectora de Salud de Palmares,  por contaminación sónica y otras situaciones producidas por una construcción que se realizó al lado de su casa, donde expusieron el problema de dos plantas generadoras de electricidad, esas plantas de diesel abastecen en ocasiones, en horas de la mañana o de la tarde y hasta la noche al edificio del Banco Popular cuando no existe fluido eléctrico. Que en  varias ocasiones  le ha soportar esos dos grandes motores encendidos en horario nocturno por largo tiempo, o en horario diurno, sin poder hacer nada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Director del Área Rectora de Salud de Palmares que, de manera inmediata, gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia a efecto de resolver, en forma definitiva, el problema de contaminación ambiental que producen las unidades generadoras de energía eléctrica instaladas en el edificio del Banco Popular y de Desarrollo Comunal en Palmares. CL

13297-09. PROYECTO URBANÍSTICO EN PLAYA OCOTAL. Señala el recurrente que la empresa recurrida está construyendo un proyecto urbanístico en la zona de Playa Ocotal, Distrito de Sardinal de Carrillo en Guanacaste. Indica que dicho proyecto incluye 5 "subproyectos" en 5 lotes, entre ellos: seis (6) edificios de apartamentos de cinco (5) pisos, con diez (10) unidades habitacionales en cada edificio y un club de playa con piscina, se construirá tienda de conveniencia, tres pequeños locales comerciales y una marina seca; se desarrollaran 11 residencias y en otra 10 residencias; y finalmente parcelas de 31 lotes con fines urbanísticos". Señala que Ocotal es una playa pequeña y de naturaleza muy delicada y frágil - humedales, manglares, arrecifes, corales, zonas de buceo - por lo que el impacto de un proyecto de esa magnitud resulta destructivo.  Con base en las particularidades del caso y las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

13354-09.   CIERRE DE RELLENO SANITARIO EN LIMÓN. Indica el recurrente  el Director de Protección al Ambiente Humano, con base en un informe, ordenó clausura del Relleno Sanitario de Loma Linda y el cierre técnico; no obstante, no se ha iniciado con el cierre técnico ordenado,  por el contrario se pretende seguir llevando basura a un lugar que no garantiza la protección del medio ambiente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra, a la Directora General de Salud, a la Directora Regional a.i. de la Región Huetar Atlántica y el Coordinador de Regulación de la Salud de la Unidad de Rectoría de la Salud, todos del Ministerio de Salud, respectivamente y al Alcalde de la Municipalidad de Limón, giren  las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones para que dentro del plazo improrrogable de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia, se realice el cierre definitivo del Relleno Sanitario de Labor Cofinco, ubicado en Loma Linda de Limón. CL
13164-09. INUNDACIONES EN COMUNIDAD POR DESVÍO DE RIO PAQUITA EN QUEPOS. Señala el recurrente que los vecinos del Caserío de Paquita de Quepos, Aguirre Puntarenas, presentaron una solicitud al Ministro recurrido para que "Se termine de realizar el trabajo de desviación del cauce que se le hizo al río Paquita, pues tal como quedó dicho trabajo no brinda seguridad para detener o desviar una corriente de agua de gran envergadura... que prohíba que se siga extrayendo material del cauce de dicho río, pues produce facilidades para que produzcan inundaciones..." No obstante, a la fecha de interposición de este amparo, la autoridad recurrida no ha resuelto el problema.  Se declara con lugar el recurso, únicamente, en cuanto se dirige contra la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias y, en consecuencia, se ordena a la persona que ocupe el cargo de Presidente de esa Comisión, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de resolver la situación planteada por el actor (con respecto al peligro de inundaciones y desbordamientos por los trabajos efectuados en el Río Paquita) dentro del plazo improrrogable de tres meses a partir de la notificación de la sentencia de este amparo, de lo cual se deberá rendir un informe a la Sala Constitucional. CL

13161-09. PROBLEMAS DE AGUAS RESIDUALES EN PUNTARENAS. Señala el recurrente, que el alcantarillado sanitario de Puntarenas se encuentra colapsado y en mal estado, lo que hace que se exponga a la ciudadanía a enfermedades infectocontagiosas y pestes como dengue, malaria, leptospira, shigella, salmonella y ratas. Afirma que existen aguas estancadas y contaminadas, que las alcantarillas se encuentran en iguales condiciones que en el pasado, sin que las autoridades recurridas hayan hecho nada por solucionar el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, Directora del Área Rectora de Salud de Puntarenas Chacarita de la Región Pacífico Central del Ministerio de Salud y a la Alcaldesa del Cantón Central de Puntarenas, que de manera coordinada y dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, adopten y apliquen las medidas requeridas para que las aguas residuales en la ciudad de Puntarenas no sean vertidas en la red de alcantarillado sanitario. Asimismo, dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia, las autoridades supracitadas deberán establecer un programa permanente de limpieza del sistema de alcantarillado pluvial en la ciudad de Puntarenas, el cual deberá ser evaluado cada trimestre. CL
12787-09. PROBLEMAS QUE PRESENTAN INSTALACIONES DEPORTIVAS EN LICEO DE PARAÍSO. Alega el recurrente que en el Liceo de Paraíso los pasillos son muy angostos, las instalaciones deportivas del Liceo, tanto la plaza como el gimnasio, permanecen cerrados en períodos no lectivos, impidiendo con ello la utilización por parte de la comunidad con lo que se agravan los problemas de salud por obesidad y por hipertensión, presentes en la población en general y con mucho más razón en los estudiantes de ese centro educativo. Indica que el actual gimnasio del Liceo de Paraíso cumplió su vida útil al igual que otros similares, el techo está pasado, inservible, lleno de goteras, se requiere cambiarlo todo, reubicar las graderías o considerar construir uno nuevo. Las instalaciones o pasillos de acceso al gimnasio desde el área pre- vocacional para estudiantes con necesidades especiales amparados por la Ley 7600, son inadecuadas para ellos, pues son muy angostas e incómodas para la circulación con andaderas, sillas de rueda y otros aparatos ortopédicos, peligrosos en caso de emergencia. Las instalaciones de la plaza de fútbol están en completo abandono. El Liceo está envuelto en un ambiente insalubre cruzado por una acequia llamada “Púcares”, totalmente contaminada hasta con aguas fecales. Además,  las baterías sanitarias de los estudiantes están en pésimas condiciones de higiene. Se declara con lugar el recurso, únicamente, por violación al derecho a la salud y al derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se ordena al Ministro de Educación Pública, girar las instrucciones necesarias para que de inmediato se realicen las mejoras físico-sanitarias y estructurales del Liceo de Paraíso, a efecto de que se respete el derecho a la salud y a un medio ambiente sano, de los alumnos y funcionarios que asisten al Liceo de Paraíso,  particularmente, para solventar los problemas de infraestructura en la planta física del Liceo y del Gimnasio, incluso, las que sean necesarias para aquellas personas con alguna discapacidad. Asimismo, se ordena a la Ministra de Salud, ser vigilante de lo que suceda y darle seguimiento a la situación. Respecto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
12814-09. CONTAMINACIÓN CON AGUAS RESIDUALES EN QUEBRADA SAN GERARDO DE NICOYA. Alegan los recurrentes, que en un inmueble propiedad de la Municipalidad de Nicoya ubicado en el Barrio San Martín de Nicoya, se llevó a cabo el proyecto habitacional denominado Urbanización Ajoy, el cual se financió por medio de bonos de la vivienda.  Indican que no se construyó una planta de tratamiento de las aguas residuales para tales viviendas, por lo que tales aguas son depositadas en la quebrada San Gerardo, lo cual  contamina el agua y compromete el ecosistema existente en la zona, además, se generan malos olores y proliferación de mosquitos del dengue, lo que ha provocado que los vecinos aledaños a la quebrada se enfermen.  Alegan que los problemas que contaminación son de pleno conocimiento de las autoridades de la Municipalidad y del Ministerio recurridos, sin embargo, no han tomado las medidas o acciones del caso para solventar la situación.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Nicoya del Ministerio de Salud que de inmediato gire las órdenes sanitarias necesarias tendientes a evitar que se siga generando el problema de aguas negras y contaminación detectada, velando por el cumplimiento de las mismas. También se ordena al Alcalde Municipal de Nicoya coadyuvar de forma coordinada con el Ministerio de Salud, cada uno en cumplimiento de las funciones asignadas por ley, con la finalidad de detener la contaminación que se está generando en la Urbanización Emmanuel Ayoy. Además, a todos se les ordena informar del resultado de sus gestiones a esta Sala dentro del término de dos meses, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
12807-09. INSTALACIÓN DE RECOLECTOR DE BOLSAS DE BASURA EN ALAJUELA. Alega el recurrente, que es propietario de un inmueble ubicado en Carrizal de Alajuela que colinda con calle pública.  Señala que dicha zona tiene recolección de basura por medio de un recolector del servicio de la propia Municipalidad recurrida y que el Departamento de Desechos Sólidos de dicho Municipio colocó frente a su casa una canasta o recolector de bolsas de basura, el cual se encuentra sobre el derecho de vía y contiguo a la alcantarilla pluvial, lo cual le causa una serie de inconvenientes de tipo sanitario por la contaminación que ocasiona la acumulación de basura, producción de malos olores, y proliferación de moscas y animales, así como la obstaculización de la libre evacuación de las aguas pluviales, todo lo cual afecta su derecho a la salud.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Alajuela, que en forma inmediata dicte las órdenes e instrucciones legales correspondientes, para que con el concurso del criterio técnico del Ministerio de Salud que deberá recabar, se establezca otra forma de ubicar la estructura para depositar la basura a que este caso se refiere, o en su defecto, otra forma de recolectar la basura en ese lugar, de manera que, sin afectar la eficiencia de ese servicio público, tampoco se lesione el derecho fundamental del amparado a gozar de un ambiente sano. CL
12803-09. INUNDACIÓN DE VIVIENDA CON AGUAS NEGRAS. Señala la recurrente, que desde hace más de quince años su casa se le inunda con aguas negras provenientes de viviendas construidas sin ninguna planificación y que a pesar de que ha recurrido reiteradamente ante el recurrido a fin de solucionar su problema, el mismo persiste afectando su salud.   Se declara  con lugar el recurso. Se ordena a Alcalde Municipal de Goicoechea, que de inmediato realice las recomendaciones que se encuentran a su alcance  emitidas en el informe técnico DI-880-2009 del 23 de junio de 2009 de la Dirección de Ingeniería y Operaciones y en el No. SUB--SGAM-UEN-RYT-2009-309 de la División de Aguas Residuales del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Además, debe de llevar a cabo una modificación presupuestaria o elabore un presupuesto extraordinario, contemplando la previsión presupuestaria necesaria en el año 2010, para que en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia se adopten las medidas correspondientes para resolver el problema de inundaciones por aguas pluviales que afecta la propiedad de la recurrente. CL
12790-09. DESVÍO DE QUEBRADA DAÑA PROPIEDADES CERCANAS. SE ORDENA AUTORIDADES PUBLICAS ARREGLAR EL PROBLEMA. Señala el recurrente que vive en Esquipulas de Palmares y que en el lote de enfrente de su casa,  pasaba una quebrada. Afirma que el problema surgió cuando esa quebrada fue desviada de tal manera que quedó en medio del lote del vecino y el suyo. Asimismo, afirma que la municipalidad recurrida utilizó dicha quebrada para desembocar las aguas que provienen del alcantarillado público que recorre la calle denominada "calle chanceros" y produce el desbordamiento de las mismas frente de su casa y las de sus vecinos. Indica que las aguas se empozan y crean focos de contaminación y proliferación de insectos y bacterias; y que ni la municipalidad ni el dueño de la referida propiedad solucionan el asunto, ni tampoco se les permite a ellos limpiar la zona por ubicarse en propiedad privada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe a.i. del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, y al Alcalde de la Municipalidad de Palmares, que de inmediato adopten las acciones necesarias para detener la contaminación y evitar el vertido de aguas  del alcantarillado público en la quebrada sin nombre que se desvió sin permiso, y asimismo vuelvan la misma a su curso original, para lo cual deberán realizar la coordinación que el caso amerite tendiente a solucionar integralmente el problema objeto de este amparo y que ha originado su estimatoria.  CL
12812-09. FALTA DE ALCANTARILLADO EN ALAMEDA DE LEÓN XIII. Alega el recurrente que solicitó una explicación del por qué después de más de 20 años no se terminó de construir los tanques de captación de aguas negras, la cual fue dejada en abandono en el año de 1980, provocando serios problemas de salud de las persona que viven en la Alameda 40 de la Ciudadela León XIII. Manifiesta que actualmente las fosas construidas y dejadas en abandono almacenan agua y basura, convirtiéndose las mismas en criaderos de mosquitos, moscos y zancudos, igualmente existe gran cantidad de escombros y basura acumulada, lo cual pone en riesgo la salud de los habitantes del lugar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Tibás y al Contralor de Servicios del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, lo siguiente: a) Que de inmediato inicien la limpieza del lote y brinden una solución efectiva al problema generado por la falta de alcantarillado pluvial en la Alameda 40 de la Ciudadela León XIII de Tibás; b) Que dentro del plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia reubiquen la tubería pluvial para evitar el estancamiento de agua y basura; y c) Que el Contralor del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados brinde respuesta a la gestión presentada por el recurrente el 31 de marzo del 2009. CL
12667-09. PROBLEMAS QUE GENERA ESTACIÓN DE SERVICIO EN MONTEVERDE. Señala el recurrente que las autoridades públicas recurridas a pesar de tener conocimiento del daño ambiental provocado por las acciones contaminadoras de la Corporación de Gasolineras Monteverde MDS Sociedad Anónima, no han actuado a favor del ambiente como en derecho corresponde, siendo que por el contrario su acción negativa, se ha formalizado por medio de acciones administrativas y técnicas parciales e imprecisas, en contra de la protección del ambiente. Acusa que a pesar de que todas las dependencias recurridas tienen conocimiento de la contaminación ocasionada por la corporación supracitada, han otorgado autorizaciones, concesiones y otros; a pesar de que dicha actividad se realiza en un área contaminada por derrame de hidrocarburos. Se declara CON LUGAR el recurso, por infracción a los artículos 41 y 50 de la Constitución Política, en contra del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y la Secretaría Técnica Nacional Ambiental. Se ordena al Director General de Transporte y Comercialización de Combustible, del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, y a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, que adopten  las medidas necesarias, en sus respectivos ámbitos de competencia, para que de forma inmediata se investigue y establezca si existe contaminación por la presencia de derivados de hidrocarburos en el subsuelo sobre el que se ubica la Estación de Servicio Monteverde, y si se detecta tal contaminación, se adopten las acciones pertinentes e idóneas para que se solucione el problema y se prevengan nuevas fugas de combustible. CL
12672-09. INUNDACIONES EN ESCUELA EN ÈPOCA LLUVIOSA. Alega el recurrente que el Liceo de Chacarita sufre severas inundaciones durante la época lluviosa, lo cual pone en riesgo a los alumnos de sufrir severas enfermedades. Esta situación, según el actor, es ilegítima y lesiona el derecho a la salud de los alumnos. Se declara con lugar el recurso, únicamente contra la Municipalidad de Puntarenas. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Puntarenas, que adopte las medidas necesarias para que dentro de un término de seis meses, contados a partir de la notificación de la presente sentencia, solucione el problema de evacuación de las aguas pluviales en el Liceo de Chacarita. CL
12527-09. CONTAMINACIÓN SÓNICA Y AMBIENTAL EN RIO ABANGARES. Alegan los recurrentes que el Ministerio de Ambiente y Energía mediante resolución R-053-2002-MINAE otorgó una Concesión de Explotación de cauce de dominio público a favor de la empresa Auto Ranger S.A. para que explotara material del cauce del Río Abangares. Acusan que han señalado al MINAE que la empresa que no lleva control y no tiene medidas de mitigación, trabaja los fines de semana, en las noches o madrugadas contaminando sonoramente las inmediaciones del cauce, con ruidos que no dejan a los vecinos habitar tranquilamente. Que por dictámenes de los meses de abril y febrero del dos mil siete, se señalan los numerosos incumplimientos de la cesionaria  y el hecho de que se generó un desequilibrio en el cauce del río -daño que quedó comprobado mediante los exámenes de agua. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro del Ambiente y Energía, a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, a la Ministra de Salud y al Alcalde Municipal de Abangares, que tomen todas las medidas que sean necesarias a fin de que en el plazo de quince días contado a partir de la comunicación de esta resolución, se resuelva definitivamente el problema denunciado por los recurrentes, debiendo ejercer efectivas labores de control y vigilancia respecto de la empresa "Constructora Santa Fe Limitada" para evitar que en el futuro se vuelvan a presentar problemas como el denunciado en este recurso.  CL

12516-09.  SE ORDENA CIERRE DE LAGUNAS DE DESECHO EN SANTA CRUZ. Señala el recurrente, que en el cantón de Santa Cruz, Guanacaste se ha desarrollado un proyecto que se denomina "Laguna Artesanal para Manejo de Lodos". Menciona que el propósito de la denominada Laguna Artesanal es recibir gran cantidad de materia fecal procedente de diversos lugares de Guanacaste con el objeto de darle un tratamiento adecuado que reduzca al mínimo el impacto al ambiente. Sin embargo, indica que las instalaciones que se utilizan están en pésimas condiciones por lo que existen derrames de aguas servidas por doquier, y que incluso, no han tenido regulación alguna por parte de SETENA. Considera que resulta inaudito que el Ministerio de Salud les otorgara a los encargados del proyecto el permiso respectivo y que calificara la actividad de tipo de riesgo C cuando en realidad debe clasificarse como de riesgo A.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Santa Cruz del Ministerio de Salud, que en forma inmediata dicte las órdenes e instrucciones que legalmente correspondan para el cierre técnico definitivo de las lagunas a que este caso se refiere, lo que significa realizar las actuaciones y obras que sean necesarias para que los desechos que ahí se depositaron, no puedan seguir causando ningún daño al ambiente o a la salud de la población circundante. En lo demás se desestima el amparo. CL
12437-09. SE SUSPENDEN PERMISOS DE CONSTRUCCIÓN EN SAN RAFAEL DE HEREDIA. Alega el recurrente que le solicitó al Alcalde de la Municipalidad de San Rafael de Heredia y al Concejo Municipal información sobre unos movimientos de tierra que se estaban realizando en una finca ubicada en Concepción de San Rafael, Heredia, cerca del margen derecho de Río Turales. Solicitó se le indicara el tipo de proyecto que se desarrollaría y a su vez requirió que se le entregara la copia de los oficios donde se aprobaron las evaluaciones exhaustivas, hidrogeológicas, hidráulicas, hidrológicas y los estudios de impacto ambiental del fraccionamiento y movimiento de tierra del proyecto terminado.  Asegura que lo solicitado tuvo como fin que se considerara tanto la zona de influencia directa, como toda la micro cuenca a efecto de comprobarse que el proyecto no impactaría negativamente el recurso hídrico de la zona, tal y como lo exige el Decreto de Zonificación de Protección de las Micro Cuencas de Heredia, aprobado por la Municipalidad de San Rafael de Heredia el 4 de septiembre del 2006.  No obstante, el Alcalde recurrido no ha dado la respuesta a los requerimientos de la Asociación amparada. Se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 27, 41 y 50 de la Constitución Política;  y en consecuencia: a) se suspenden todos los permisos de construcción otorgados por la Municipalidad de San Rafael de Heredia discutidos en este recurso de amparo hasta tanto no se realicen las evaluaciones exhaustivas hidrogeológicas, hidráulicas, hidrogeológicas, y estudios de impacto ambiental para determinar que tales proyectos no impacten los recursos hídricos y las microcuencas de conformidad con el Mapa de Vulnerabilidad Hidrogeológica y la Delimitación de Zonas  de Protección  Acuífera en las microcuencas de los ríos, Ciruelas, Segundo, Bermúdez, Tibás y la Federación de las Municipalidades de Heredia, aprobada por el Concejo Municipal de San Rafael de Heredia en Sesión Ordinaria # 11-2006 del siete de junio del dos mil seis ; b) Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San Rafael de Heredia y a la Presidenta del Concejo Municipal de la Municipalidad de San Rafael de Heredia, o a quienes en sus lugares ejerzan esos cargos, bajo pena de desobediencia que en el término improrrogable de ocho días contado a partir de la notificación de esta sentencia, respondan y comuniquen las gestiones presentadas por el recurrente el dieciocho de junio del dos mil siete, el cuatro de abril del dos mil ocho,  el treinta de junio del dos mil ocho,  treinta de julio del dos mil ocho y el once de agosto del dos mil ocho.  CL
12094-09. FUMIGACION DE EMPRESAS BANANERAS EN GUAPILES. Acusa la recurrente la omisión de las autoridades recurridas en fiscalizar el sistema de fumigación empleado por varias empresas bananeras de la zona. Señalan que la situación es especialmente grave en el sector donde se ubica la Escuela Las Mercedes de Guápiles, que se encuentra localizada al lado de la finca bananera, con la plantación de banano, la cual no tiene barrera forestal, e incluso fumigan más de una empresa al mismo tiempo, lo que ha generado afecciones a nivel de las vías respiratorias y auditivas.   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la  Ministra de Salud, o a quién en su lugar ocupe su cargo, DE MANERA INMEDIATA, gire las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia a efecto de descartar -a través de inspecciones y los estudios pertinentes- que fueron ordenados por el Ministerio de Agricultura y Ganadería en el oficio DRHA número 146, con la finalidad de determinar si no se desarrolla ninguna actividad que altere y ponga en riesgo el ambiente de las personas que asisten a la escuela Las Mercedes en Guápiles.  CL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
13275-09.  FALTA DE APROBACIÓN DE LEYES INDÍGENAS. Alega el recurrente que la Asamblea Legislativa no ha aprobado el Proyecto de Ley número 14352, denominado "Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas", que tiene más de quince años en trámite, lo cual atenta contra los derechos fundamentales de ese sector de la población.  Con base en las consideraciones dadas en al sentencia se declara sin lugar el recuso. SL

12228-09. REMUENVEN A DIPUTADA DE COMISIÓN. Señala la recurrente, que integraba la Comisión Permanente Especial de Nombramientos para la legislatura 2009-2010 y que posteriormente se modificó el acuerdo y se dispuso excluirla como miembro de la Comisión Permanente Especial de Nombramientos, en su lugar se nombró a otra Diputada.  Indica que se violentaron sus derechos, por cuanto no se siguieron los procedimientos de ley. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo de la Presidencia de la Asamblea Legislativa, número 07-09-10, de veintinueve de mayo de dos mil nueve, únicamente en lo concerniente a la exclusión de la Diputada de la Comisión Permanente Especial de Nombramientos de la Asamblea Legislativa, y la designación en su lugar de otra señora Diputada.  CL
12229-09. DISCRIMINACIÓN DE DIPUTADAS AL INTEGRARSE LAS COMISIONES LEGISLATIVAS. Alega la recurrente, que en la Sesión Plenaria Extraordinaria se decidió en forma unilateral, sustituirla por un diputado en la conformación de la Comisión Permanente Especial de Asuntos Municipales y Desarrollo Local Participativo, y ubicarla en la Comisión Permanente Especial de Turismo. Explica que de conformidad con el artículo 67 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, en su condición de diputada independiente, el Presidente del Directorio Legislativo le indicó, a través de la circular No. 01-2009 del 5 de mayo de 2009 que le dijera sobre cualquier cambio que quisiera introducir en la conformación de las Comisiones Plenas, Permanentes y Especiales. Refiere que dicha nota la contestó por medio del oficio No. AMMD-069-2009 de 12 de mayo siguiente. Además, acusa que la Presidencia recurrida integró la comisión en cuestión con un 100% de diputados hombres, con lo que se lesionó su derecho a la igualdad, tutelado incluso en la Convención sobre todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Americana de Derechos Humanos y la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al artículo 33 de la Constitución Política. Se ordena Al Presidente de la Asamblea Legislativa o a quien ocupe el cargo, tomar las medidas que correspondan para garantizar en la medida de lo posible,  la participación de las mujeres diputadas en la conformación de las comisiones permanentes especiales. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL
COLEGIOS PROFESIONALES
12976-09. CERTIFICACIONES EMITIDAS POR EL COLEGIO DE ODONTOLOGOS. Alega la recurrente, que el Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica, se niega a inscribirla en sus registros como especialista en Patología y Cirugía Bucal. Alega que la Junta Directiva del Colegio recurrido, insiste en inscribirla simplemente como especialista, sin indicar la naturaleza de su especialidad. Refiere que además, se anota en las certificaciones que emite el Colegio recurrido, que es especialista porque lo ordena la Sala Constitucional, como si no lo hubiese obtenido en una Universidad de prestigio, lo cual le perjudica para participar en concursos, para la publicidad en su consultorio, y la credibilidad de sus pacientes.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena al Vicepresidente del Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica, o a quién en su lugar ejerza su cargo, bajo pena de desobediencia que en forma inmediata elimine de las certificaciones de la accionante la leyenda "por orden de la Sala Constitucional".  CL
12858-09. NIEGAN INCORPORACIÓN COMO ESPECIALISTA DE TÍTULO ACADÉMICO OBTENIDO EN EL EXTRANJERO. Alega el recurrente que obtuvo de la Pontificia Universidad Javeriana de la República de Colombia, el título de especialista en Patología y Cirugía Bucal (Oral). Señala que el título que le confirió dicho centro universitario, avalado por el Ministerio de Educación Nacional de Colombia, y la Subdirección de Vigilancia Administrativa y aceptado en Costa Rica por parte de las autoridades educativas competentes, consigna expresamente que el título expedido a su nombre es de Especialista en Patología y Cirugía Bucal, sea que no corresponde a dos especialidades. No obstante, la Junta Directiva del Colegio recurrido al acoger en sesión número 1421 del veintisiete de enero de dos mil nueve, la ratificación del acuerdo tomado por la Comisión de Especialidades Odontológicas, en sesión del diez de noviembre del año pasado, interpretó de manera restrictiva el artículo 9° del Reglamento, aferrándose sus miembros a la tesis de que cada una de las especialidades que ahí se indican debe ser cursada con una duración mínima de veintiuno a veinticuatro meses, dejando de lado la realidad de que las especialidades hoy en día se cursan en la mayoría de universidades del mundo por créditos que corresponden a cuatrimestres o semestres. Por ello, tanto la Universidad de Costa Rica como el CONARE convalidaron su título, lo que académicamente significa que está en condiciones plenas y suficientes para ejercer su especialidad. No obstante, a pesar de que aportó a la Junta Directiva del Colegio recurrido la documentación pertinente a efecto de que se le reconociera el título que se interesa, no fue siquiera considerada y se procedió a denegar dicha autorización.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo de la Junta Directiva del Colegio de Cirujanos Dentistas adoptado en la Sesión No. 1421 del 27 de enero de 2008, que rechazó la solicitud de incorporación como especialista al amparado.  Se ordena a al Coordinador de la Comisión de Especialidades del Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica y a la Presidenta del Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica, inscribir al recurrente en el Registro de Especialidades Odontológicas. CL 
12718-09.  NIEGAN DESAFILIACIÓN DEL COLEGIO DE LICENCIADOS Y PROFESORES EN LETRAS, FILOSOFÍA, CIENCIAS Y ARTES. Alega  el recurrente que desde febrero de 1988 se desempeña como docente universitario (como Sociólogo) en la Escuela de Sociología de la Universidad de Costa Rica.  Explica que en abril de 2001, por error se incorporó al Colegio de Licenciados y Profesores en Letras, Filosofía, Ciencias y Artes, aún cuando no existe en el país un Colegio Profesional para  incorporar profesionales en Sociología. Dado que como Sociólogo no tiene ninguna obligación de incorporarse a algún colegio profesional para ejercer su profesión o la docencia universitaria, el 25 de agosto de 2008 presentó una solicitud de retiro indefinido del Colegio de Licenciados y Profesores en Letras, Filosofía, Ciencias y Artes; sin embargo, la Junta Directiva del Colegio accionado, al conocer el asunto en la sesión 043-2009 del 25 de mayo de 2009, acuerdo 15, se negó a desafiliarlo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL
12091-09. NIENGAN RECONOCIMIENTO DE ESPECIALIDAD EN COLEGIO DE CIRUJANOS DENTISTAS. Alega el recurrente que el Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica no aceptó su solicitud de incorporación como especialista en Patología y Cirugía Bucal, a pesar de que el título que al efecto le otorgara la Pontificia Universidad Javeriana de la República de Colombia ya fue equiparado por las autoridades correspondientes. En este caso, después del análisis de los informes y pruebas que constan en el expediente, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

13951-09. NIEGAN TRASLADO DE COLEGIO. Indica la recurrente que la amparada cursa el séptimo año de educación secundaria e inició clases en el Colegio Francisca Carrasco Jiménez, sin embargo, por razones personales decidieron trasladarla de colegio. Por ello la amparada se presentó a la Oficina de la Supervisión del Circuito 05, para realizar el trámite de traslado de Colegio, donde se le informó que debía presentarse al Colegio Occidental, al cual se apersonó ese mismo día, allí le indicaron que debía aportar una certificación con las notas del primer trimestre, las cuales se atrasaron por trámites burocráticos y ahora le indican que no pueden aceptarla. Se declara con lugar el recurso. Se confirma la medida cautelar que ordenó al Ministro de Educación Pública, disponer de forma inmediata y coordinada de las medidas que sean necesarias a efecto de garantizarle a la amparada, la continuidad del proceso educativo en el Colegio Francisca Carrasco Jiménez, según sus necesidades y con las obligaciones de derechos que como educando le corresponde. CL

13336-09. CIERRE DE PROGRAMA DE TELE BACHILLERATO. Alegan los recurrentes, que sus hijos cursan el noveno año en el  programa de Tele secundaria de San Juan de Peña Blancas, el cual cuenta con una población estudiantil de treinta y tres estudiantes y se proyecta para el curso lectivo del mil nueve, un aumento de cincuenta alumnos. No obstante, la Coordinadora y el Asesor Supervisor, ambos del Ministerio de Educación Pública, informaron que no se autorizó la apertura del programa de Tele bachillerato, violentando los derechos fundamentales de los estudiantes.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que inmediatamente, lleve a cabo todas las actuaciones necesarias, para que se garantice la continuidad del proceso educativo de los amparados. CL
13337-09. SANCIÓN DISCIPLINARIA IMPUESTA A ESTUDIANTE SIN EL DEBIDO PROCESO. Señala la recurrente que a su hijo, quien es estudiante regular de sétimo año en el centro educativo accionado, se le impuso una sanción de sin debido proceso, que al revisar el expediente, no existe prueba alguna que justifique la medida, por lo que si bien el Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes prevé esa facultad, lo cierto es que deben de mediar pruebas y circunstancias que lo justifiquen. Se declara con lugar el recurso. Se anula el procedimiento seguido por el Director recurrido mediante el cual le impuso al amparado el rebajo de la nota de conducta y la interrupción del proceso educativo, sanciones que también son nulas.  CL
12668-09. NIEGAN MATRICULA A MENOR CON DISCAPACIDAD. Señala  la recurrente,  que el menor amparado fue remitido por el Hospital Nacional de Niños a la Escuela de Enseñanza Especial Carlos Luis Valle Masís, sin embargo le indicaron que no le podían matricular debido a que no poseen capacidad locativa, códigos de docentes especializados en el área de problemas emocionales y de conducta disponibles, por lo que se le apuntó en la lista de espera. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, y a la Directora del Centro de Enseñanza Especial Carlos Luis Valle Masís, proveer lo necesario, en el marco de sus competencias, para que el menor amparado reciba, de inmediato, la educación que necesita en razón de su discapacidad, en el nivel y centro educativo que le corresponde, de acuerdo al lugar en que éste  reside.  CL
12524-09.  SUSPENSIÓN ARBITRARIA DE LECCIONES EN CENTRO EDUCATIVO. Señalan las recurrentes, que desde el 25 de mayo de 2009, los portones del centro educativo El Cocal de Siquirres de la Dirección Regional de Enseñanza de Limón, se encuentran cerrados, en razón de un problema laboral existente entre el Director y dos docentes. Manifiestan que el 09 de junio del año en curso, el asunto fue puesto en conocimiento ante el Asesor Supervisor Circuito 05 de Siquirres, quien en oficio ASC-05 #68-09 les informó que la denuncia había sido puesta en conocimiento del Departamento Legal en San José, sin embargo, hasta el momento no se han realizado las gestiones correspondientes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública que  tome las medidas y gire las instrucciones que sean precisas para que en forma INMEDIATA los menores amparados reinicien las lecciones que les correspondan en la Escuela El Cocal en Siquirres. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
13243-09. NIEGAN INFORMACIÓN PÚBLICA DE CLUB NOCTURNO. Señalan los recurrentes  que solicitaron de forma escrita al Alcalde Municipal y a la Jefa de Construcciones ambos de la Municipalidad de Carrillo, Guanacaste, copia integral del expediente del Departamento de Construcciones de dicha Municipalidad, correspondiente a la remodelación del Bar y Restaurante Toyita, en Palmira de Carrillo, Guanacaste. No obstante, les  negaron dicha información en forma expresa. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Alcalde Municipal de Carrillo, que en forma inmediata ponga a disposición de los amparados y vecinos interesados de su comunidad, para que puedan ser consultados y fotocopiados, los planos constructivos y todos los documentos que integran el expediente administrativo de solicitud de permiso de construcción y remodelación del club nocturno que se pretende desarrollar en el antiguo Bar y Restaurante Toyita de su localidad.   CL
13314-09.  DIRECCIÓN DE TRANSITO NIEGA INFORMACIÓN SOBRE ENCARGADOS DE CALIBRAR ALCOHOSENSORES. Alega el recurrente  que en dos oportunidades ha solicitado al recurrido que le indique cuál es el grado profesional de los funcionarios públicos a su cargo, encargados de calibrar los alcohosensores. Señala que dicha información se le ha negado, alegando que ello es para ser aportado a un proceso judicial, lo cual independientemente de que sea cierto o no, es información pública.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director General de la Policía de Tránsito, que en el término de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución,  brinde al amparado la información que solicitó en los oficios que presentó en junio de este año.  CL
DERECHO A LA SALUD

13602-09. NEGATIVA A BRINDAR TRATAMIENTO ODONTOLÓGICO A PERSONA CON CAPACIDADES MENTALES DIFERENTES. Alega la recurrente  que su hijo es una persona con capacidades mentales diferentes y el Centro Nacional de Rehabilitación (CENARE) lo ha tratado ante la afectación de su salud por meningitis, cuando tenía un año de vida. Señala que esa Institución dentro de las especialidades, viene atendiendo su salud bucal, pues por su enfermedad tiende a desgastar sus dientes, al punto que ha recibido tratamiento con antibiótico para superar las infecciones, minimizar el dolor y permitirle una adecuada alimentación. Menciona que el 5 de agosto de 2009 se presentó con el amparado al CENARE y durante la valoración correspondiente en el área de Odontología se le indicó, por parte del médico tratante, que el daño que sufre el amparado es serio pues tiene un desgaste severo en los dientes, por lo que requiere un tratamiento de coronas de forma urgente en beneficio de su salud. Indica que le señalaron que la Caja no asume ese tipo de tratamiento, por lo que no se le podía realizar. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Gerente Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, y al Director General del Centro Nacional de Rehabilitación, que adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes para brindar al amparado, con la mayor celeridad posible, el tratamiento odontológico que requiere, de conformidad con el criterio de su médico tratante. CL
13239-09. NEGATIVA BRINDARLE ATENCIÓN MÉDICA POR NO SER ASEGURADO.

Señala la recurrente, que a principios del año 2008, el tutelado sufrió un accidente de tránsito que originó su internamiento en el albergue del Instituto Nacional de Seguros y después de diferentes operaciones le colocaron en su pierna izquierda una platina propiamente en el tobillo y varios tornillos en la rodilla, con el fin de que pudiese caminar. Señala que posterior a ello y vencida la póliza del Instituto Nacional de Seguros, se le indicó que debía recibir tratamiento de por vida pero se le dio de alta. Indica que además de lo anterior, el amparado es paciente diabético. Manifiesta que fue remitido a la Caja Costarricense de Seguro Social, con el fin de que se le brindara la respectiva atención médica pues no se la podían continuar dando en el Instituto Nacional de Seguros debido a que la póliza se había agotado, pero al presentarse a la entidad recurrida, tanto en Guápiles como en Siquirres, no se le quiso atender por cuanto ya no se encontraba asegurado, hecho que ocurrió producto del accidente. Alude que se le está negando su derecho a la atención médica, a la rehabilitación así como a la entrega de medicamentos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL

12638-09. NEGATIVA A RENOVAR CARNE COMO ASEGURADO A MENOR DE EDAD. Alega  el recurrente, que funcionarios del nosocomio accionado se negaron a actualizar el carné de Seguro Social de su hijo  de 7 años de edad. Explica que hasta el 29 de marzo de 2009, el amparado estuvo asegurado por su mamá, costarricense de 38 años. Por tal razón, ella tenía seguro médico por cuenta del Estado, con el que aseguraba al menor amparado. El carné de asegurado venció el 29 de marzo de 2009 y se le dio cita para renovar el carné de asegurado el 8 de julio de 2009. Sin embargo, la renovación del seguro por cuenta del Estado fue denegada a la madre del menor, lo que acarreó que el niño quedara automáticamente sin seguro médico. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico y al Encargado de la Unidad de Validación de Derechos del Hospital Dr. Escalante Pradilla de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes ejerzan esos cargos, que de inmediato procedan a elaborar el carné de asegurado correspondiente al menor amparado  de conformidad con lo establecido en el artículo 18 del Manual de Procedimientos del Seguro por el Estado, aprobado por la Gerencia Administrativa de esa entidad en oficio número GA-9785-08 del 12 de marzo de 2008. CL
12636-09. NEGATIVA A ENTREGAR FORMULA SUSTITUTIVA DE LECHE A MENOR DE EDAD. Alega  la recurrente, que desde el momento que nació su hijo presentó problemas de salud a causa de vómitos y diarrea constante, situación que le produjo una significativa pérdida de peso y una dermatitis causada por una reacción alérgica. Señala que debido a sus padecimientos, se le recetó una fórmula láctea hipoalérgica, que la Caja Costarricense de Seguro Social no les ha dado en forma constante. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Nacional de Niños  o a quien ocupe el cargo, que gire las órdenes que correspondan para que el Servicio de Farmacia del Hospital le suministre a los menores amparados de forma inmediata la fórmula Neocate prescrito por su médico tratante, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presente desabastecimiento del medicamento citado, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público.  CL
12143-09. INGRESO A CLASES A PESAR DE LA PANDEMIA. Señala el recurrente que el mundo está sufriendo las secuelas de la fiebre denominada A H1 N1, por lo que en los últimos días en Costa Rica se ha incrementado el número de muertos. Manifiesta que la mencionada "PANDEMIA H1 N1" tiene  carácter de emergencia nacional por lo que la Ministra de Salud suspendió la romería a Cartago, sin embargo el 23 de julio de 2009 ordenó el reingreso a clases a partir del 27 de julio del año en curso, sin importar que la enfermedad se encuentra en su tope más alto, por lo que -a su juicio- las autoridades recurridas actuaron de forma irresponsable al enviar a casi millón y medio de estudiantes de materno, kinder, primaria y secundaria a sus respectivos centros educativos.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia,  se rechaza de plano el recurso.  RP.
12146-09. SUSPENSIÓN DE ROMERÍA POR PANDEMIA.  Acusa el accionante que si bien se prohibió la celebración de la Romería  y no se darán los operativos previstos, muchas persona  asistirán a Romería hacia la Basílica de Nuestra Señora de los Ángeles y en virtud de ello se esta impidiendo el libre tránsito de las personas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia,  se rechaza de plano el recurso.  RP
12201-09. NEGATIVA A BRINDAR ATENCIÓN ODONTOLÓGICA A MENOR DE EDAD. Señala la recurrente,  que hace dos años la amparada presentó un problema en la primera muela, por lo que la llevó al EBAIS de Barrio Asís en Cartago, pero le dijeron que tenían que hacerle un tratamiento de nervio y ello no lo iban a hacer, motivo por el cual interpuso un recurso de amparo en el cual se resolvió que la Caja Costarricense de Seguro Social tenía que hacerle el tratamiento de nervio. Indica que el trámite duró varios meses, y cuando se lo iban a realizar ya no le salvaron la pieza dental, y le dijeron que se la pondrían en el Hospital Calderón Guardia, siendo que la referencia se le dieron hasta hace tres meses. Alega que en el Hospital le indicaron que no tenían cupo hasta el dos mil once, y que ellos no le pondrían una pieza atornillada (implante), a pesar de que la amparada es menor de edad de catorce años.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Rafael Ángel Calderón Guardia, y al Jefe del Servicio de Odontología de ese nosocomio, o a quienes ocupen sus cargos, que adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes, a fin de instalarle inmediatamente a la amparada a prótesis parcial superior que requiere al haber perdido una pieza dental, según el criterio de su médico tratante. CL

DERECHO DE PENSION
13196-09. SUSPENDEN PENSIÓN DEL PODER JUDICIAL QUE ERA DEL PADRE, PORQUE RECIBE SALARIO DEL ESTADO. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la interpretación del mismo que hace el Consejo Superior del Poder Judicial. La norma se impugna en cuanto considera que es errada la interpretación y aplicación que se hace del mismo, en el tanto la Corte  Plena acordó a su favor desde el 18 de noviembre de 1974 el beneficio de disfrutar parte de la pensión de su padre por cumplir las condiciones exigidas en la normativa aplicable en aquel momento y no fue sino hasta el año 2003 cuando el Consejo Superior del Poder Judicial le comunica la suspensión de la pensión que disfrutaba en aplicación de lo dispuesto en el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al considerar que recibe salarios de otro ente estatal y que se procede al cobro de lo pagado de más.  Considera que el artículo impugnado se refiere a los jubilados o pensionados y no a las personas que, como en su caso, accedieron a beneficio de recibir parte de la pensión de su padre cumpliendo todos los requisitos para ello.  Por otra parte, alega existe otro error en la actuación que se impugna, en el tanto de conformidad con la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, el acto administrativo puede ser declarado lesivo o nulo en el plazo de cuatro años contados a partir de su existencia, siendo que en su caso no se hizo por lo que el acto quedó completamente firme. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL
DERECHO DE PROPIEDAD

13606-09. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR DESTRUCCION DE CULTIVOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 15 de la Ley de Protección Fitosanitaria y Artículo 194.2 de la Ley General de Administración Pública. La normativa es impugnada en limita la responsabilidad patrimonial del Estado al reconocimiento de la indemnización que cubre sólo los daños, excluyendo el lucro cesante como parte de los extremos que debe reconocer la Administración por su funcionamiento normal y el artículo 15 de la Ley de Protección Fitosanitaria, número 7664, del ocho de abril de mil novecientos noventa y siete, dispone que la erradicación o destrucción de cultivos por parte del Ministerio de Agricultura, lo es sin reconocimiento de la responsabilidad patrimonial del Estado, lo que se estima contrario al Derecho de la Constitución. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. SL

12818-09. INUNDACIÓN DE VIVIENDAS POR DAÑO DEL ALCANTARILLADO PARA AGUAS FLUVIALES. Alega el recurrente que vive en San Sebastián, Urbanización Boruca y que el 9 de mayo de 2009 cayó un aguacero que saturó el terreno colindante con su casa de habitación, debido a que las alcantarillas fluviales están tapadas y se rebalsó el agua, lo que provocó el derrumbe de un muro de contención. Manifiesta que el problema es cada día más grande porque cada vez que llueve se desliza más tierra, lo que afecta su propiedad. Alega que ha  acudido a las instituciones que velan por esos problemas pero no ha obtenido ninguna solución.  Agrega que no se ha realizado ninguna infraestructura de las recomendadas en el informe técnico de la Comisión Nacional de Emergencias a la Municipalidad de San José. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San José, o a quien ocupe su cargo, proveer lo necesario para que se cumplan, en el plazo de tres meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia las recomendaciones que se hacen en el informe técnico de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, # DPM-INF-0759-2009. CL 
12950-09. DESALOJO ADMINISTRATIVO EN NICOYA. Señala la recurrente que mediante resolución 865-09-DM el Ministerio de Seguridad Pública ordenó el desalojo de la amparada y de trescientas familias de la finca que han ocupado desde hace más de cuarenta años. El inmueble está ubicado en el distrito primero del Cantón de Nicoya, Guanacaste. Alega que el Ministerio no está tomando en consideración que no se trata de una posesión por mera tolerancia de la prevista en la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, sino que se trata de un derecho de posesión adquirido por toda una comunidad de vecinos a través de la posesión pacífica de ese inmueble por cincuenta años. Argumenta que ahora la finca aparece de manera fraudulenta a nombre de una persona que la adquirió por una cesión, hace pocos meses. Advierte la recurrente que hay niños en esas familias que están siendo desalojadas y el lanzamiento tampoco toma en consideración el derecho superior del niño. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL
13072-09. DELIMITACION DEL PATRIMONIO NATURAL POR PARTE DE PROFESIONALES PRIVADOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo No. 34295-MINAE. “Manual para Clasificación de Tierras dedicadas a la Conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre de Costa Rica. Las frases de ese Decreto se impugnan en tanto autorizan a profesionales privados para  realizar la delimitación del patrimonio natural, por lo que se estima que el Estado delega de manera indebida sus competencias esenciales de administración y delimitación de la propiedad pública, e invade competencias propias de la Asamblea Legislativa. Además, se reclama que la normativa contraviene lo dispuesto en la Ley Forestal y la Jurisprudencia Constitucional, que  disponen que en materia de recursos naturales no opere el silencio positivo, en virtud del interés público en tutelar el ambiente como un derecho fundamental. En cuanto a la frase contenida en el artículo VII, inciso h), sostienen que el otorgamiento de fe pública a favor de particulares, es materia reservada a la ley, por lo que el Poder Ejecutivo excedió su potestad reglamentaria al conceder fe pública por medio de un decreto, actuación que vulnera el principio de legalidad y el derecho de todo ciudadano a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  Por otra parte, alegan que al establecer que solo en caso de duda se realizara un muestreo sistemático y representativo que determine las áreas de bosque, se deja abierta la posibilidad de que se clasifiquen bosques de patrimonio natural del Estado, como terrenos de naturaleza para construir,  lo que permitiría que en casos en los que se  haya producido con anterioridad un cambio de uso del terreno, se afecte la propiedad pública, el derecho a un ambiente sano, a la vida, la salud y las bellezas escénicas; al liberar de las normas de protección las supuestas zonas urbanas que no tienen tal declaratoria y que sustituirán las condiciones naturales del sitio por infraestructura y otras características ajenas al ecosistema natural.  Mencionan, que la determinación por profesionales privados investidos con fe pública, de lo que constituye bosque del Estado, únicamente a través del muestreo,  es solapar y legitimar el cambio de uso que pudo haberse producido meses o años atrás, y cuya evidencia sólo existe en la fotografía histórica, y otras técnicas o estudios que no se indican en esta norma. Además, estiman que lo anterior resulta contrario al principio de razonabilidad, pues si lo que se pretende es la protección del patrimonio natural del Estado a través de la delimitación de su área, la norma no es idónea, por el contrario, favorece la apropiación de esas zonas por parte de los particulares. Finalmente, aducen que en la norma transitoria impugnada, se incluyen normas de fondo, las cuales a su vez derogan otras normas. Explican que no resulta factible incluir en un mapa oficial, caminos que no existen, ya que ello contraviene lo dispuesto en la Ley General de Caminos y propicia la apertura de caminos dentro del territorio correspondiente al Patrimonio Natural, con el consecuente cambio de uso del terreno.  Aseguran que las normas impugnadas regulan permisivamente la destrucción del patrimonio natural del Estado y quebrantan el principio preventivo en materia ambiental. Por unanimidad se declaran inconstitucionales las siguientes frases del "Manual para la clasificación de tierras dedicadas a la conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre en Costa Rica"  (Decreto Ejecutivo No. 34295 de 29 de enero de 2008): 1) " IV.- (...) Si presentada la respectiva solicitud no fuere rechazada por la oficina ante la que se presentó dentro de los treinta días naturales siguientes, se tendrá por producido el silencio positivo en los términos de los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública  (...)"; 2) "VIII.- (...) b) "En caso de duda (...) ". Por mayoría, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad, contra el inciso h) del artículo VII y, al interpretarse conforme a la Constitución, contra las frases " (...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...) "  y " (...)  y los que se proponen en los Planes Reguladores  (...) ",contenidas, respectivamente, en los artículos IV, párrafo primero, y Transitorio II. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Los Magistrados Vargas Benavides, Armijo Sancho y Cruz Castro, salvan el voto y también anulan por inconstitucionales las frases " (...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...) "  del párrafo 1° y todo el párrafo 2° ambos del artículo IV. En lo que se refiere al numeral VII epígrafe h) en la frase que indica " (...) Este requisito será cumplido por los interesados públicos y/o privados debidamente acreditados quienes certificarán bajo fe pública la información consignada en los mapas y formarán parte de los documentos que deben entregarse para la revisión y aprobación del Plan Regulador Costero ante el Instituto Costarricense de Turismo y el INVU (...)".  Declaran además la inconstitucionalidad de la totalidad del Transitorio II. CL Parcial
13073-09. DELIMITACION DEL PATRIMONIO NATURAL DEL ESTADO. ZONA MARITIMO TERRESTRE. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo IV Párrafo I y II, Artículo VII Inciso H) y los Transitorios II y III del Decreto Ejecutivo N°34295-MINAE. Las normas se impugnan en cuanto vía decreto, se delega en particulares funciones esenciales en materia ambiental que Leyes de la República asignan a instituciones del Estado y que constituyen potestades de imperio, por medio del cual se le otorga fe pública a particulares para emitir certificaciones relacionadas con la delimitación del Patrimonio Natural del Estado, y por medio del cual se desafectan y se autoriza a cambiar el uso del suelo de aquellos espacios pertenecientes al Patrimonio Natural del Estado que las Municipalidades propongan como caminos públicos en sus planes reguladores, quedando claro que el Ministro del Ambiente y Energía y el Presidente de la República han incumplido su deber de abstenerse de atentar contra el derecho de todos a contar con un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y otros derechos consagrados en los artículos 7, 9, 11, 48, 50, 121 inciso 1) y 140 inciso 3) de la Constitución Política y en la normativa internacional señalada. Considera que las normas inconstitucionales porque vulneran el derecho a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como el principio constitucional de tutela del derecho ambiental a cargo del Estado,  que esta Sala ha desarrollado en su jurisprudencia derivándolo del artículo 50 en relación con los numerales 21, 69 y 89 de la Constitución Política.  Estima que por las facultades otorgadas por Leyes de la República al Ministerio del Ambiente y Energía y al Ministerio de Agricultura y Ganadería para la determinación y delimitación del Patrimonio Natural del Estado constituyen potestades de imperio cuyo ejercicio es irrenunciable, intransmisible e imprescriptible, ya que comporta el ejercicio de una potestad administrativa, de imperio o supremacía, en la modalidad de autotutela demanial, indisponible, exclusiva y reglada. No obstante, la normativa impugnada modifica y actualiza, cambiando los parámetros de clasificación de los suelos, transgrediendo por consiguiente los principios preventivo, precautorio, interés público ambiental y lo dispuesto en el artículo 50 constitucional.  Además, al establecer la obligación de incluir los caminos públicos que se proponen en los Planes Reguladores dentro de los mapas que determinan el Patrimonio Natural del Estado, y al otorgarle a las Municipalidades la potestad de solicitarle al MINAE la inclusión de los caminos públicos propuestos en los Planes Reguladores dentro de dichos mapas, se está desafectando implícitamente aquellos terrenos del Patrimonio Natural del Estado sobre los que pasarían dichos caminos.  Los espacios que constituyen el Patrimonio Natural del Estado son bienes de dominio público por estar afectados a los fines de protección ambiental establecidos en la Ley Forestal y en otra legislación conexa como la Ley Orgánica del Ambiente.  Sostiene que por el principio de paralelismo de las formas, contenido en el artículo 69, párrafo segundo, de la Ley de Contratación Administrativa, número 7494 del 2 de mayo de 1995,  los espacios que conforman el Patrimonio Natural del Estado únicamente pueden ser desafectados mediante una Ley de la República, ya que su afectación a fines de protección ambiental se produjo también mediante Ley de la República.  De esta manera,  la desafectación de espacios del Patrimonio Natural del Estado constituye una afrenta directa al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado establecido en el artículo 50 constitucional, por cuanto cambia el destino de dichos espacios por otro que implica cambio de uso de suelo y que es completamente ajeno a los fines de protección ambiental a los cuales está afectado dicho Patrimonio Natural del Estado. Indica que es inconstitucional por ser contrario al principio de razonabilidad constitucional, ya que segrega y desafecta terrenos del Patrimonio Natural del Estado para convertirlos en caminos públicos con el simple requisito de que así sea propuesto en el plan regulador municipal, omitiendo cualquier mención a la necesidad de realizar estudios técnicos que justifiquen la medida y que garanticen que el trazado propuesto de los caminos es el que menos impacto tiene sobre los ecosistemas del Patrimonio Natural del Estado.  Finalmente, agrega que este cambio de metodología, aunado a la obligación de corregir las clasificaciones realizadas al amparo de la resolución administrativa número R-SINAC-013-2006, podría constituir entonces una manera solapada de desafectación de espacios pertenecientes al Patrimonio Natural del Estado, con lo cual se violenta el artículo 50 de la Constitución Política. Por unanimidad se declara inconstitucional la frase del artículo IV del "Manual para la clasificación de tierras dedicadas a la conservación de los recursos naturales dentro de la zona marítimo terrestre en Costa Rica" (Decreto Ejecutivo No. 34295 de 29 de enero de 2008) que indica lo siguiente: "IV.- (...) Si presentada la respectiva solicitud no fuere rechazada por la oficina ante la que se presentó dentro de los treinta días naturales siguientes, se tendrá por producido el silencio positivo en los términos de los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública (...)". Por unanimidad se declara sin lugar la acción en contra de los transitorios III y IV. Por mayoría, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad, contra el inciso h) del artículo VII, artículo IX, inciso g) del artículo X, artículo XI y el Transitorio I  y, al interpretarse conforme a la Constitución, contra las frases "(...) y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos (...)" y "(...) y los que se proponen en los Planes Reguladores (...)", contenidas, respectivamente, en los artículos IV, párrafo primero, y Transitorio II. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Los Magistrados Vargas Benavides, Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y acogen parcialmente la acción, anulan por inconstitucionales las frases "...y a profesionales privados debidamente acreditados por los Colegios Profesionales respectivos..." del párrafo 1° y todo el párrafo 2° ambos del artículo IV.  En lo que se refiere al numeral VII epígrafe h) en la frase que  indica "(...) Este requisito será cumplido por los interesados públicos y/o privados debidamente acreditados quienes certificarán bajo fe pública la información consignada en los mapas y formarán parte de los documentos que deben entregarse para la revisión y aprobación del Plan Regulador Costero ante el Instituto Costarricense de Turismo y el INVU. (...)" Declaran además la inconstitucionalidad de la totalidad de los artículos IX, XI, los Transitorios I y II. Declaran además inconstitucional por conexidad lo dispuesto por el inciso g) del artículo X. CL Parcial
12526-09. DESALOJO ADMINISTRATIVO EN CASO DE VIOLENCIA DOMÉSTICA. Alegan los recurrentes que  debido a la constante violencia doméstica ejercida por el esposo de la amparada, ésta  se vio obligada a interponer una denuncia contra él ante el Juzgado contra la Violencia Doméstica de San José, con el propósito de solicitar medidas de protección. Sin embargo, en venganza, presentó ante el Ministerio de Seguridad Pública una solicitud de desalojo administrativo contra los recurrentes, a efecto de que fueran expulsados de la vivienda que han venido ocupando durante años. Señala que la Ministra de Seguridad, sin tener en cuenta lo prescrito en el artículo 279 del Código Civil, dictó la Resolución número 2442-08 DM, por medio de la cual acogió la gestión de desahucio administrativo interpuesta por el esposo de la amparada, y ordenó su desalojo a sabiendas de que no tienen adonde ir.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Ministra de Seguridad Pública, suspender el desalojo administrativo en contra de la amparada y su familia, hasta tanto se determine en la vía jurisdiccional, mediante sentencia firme, si le asiste algún derecho sobre la casa de habitación en la que habita con sus hijos. CL

12535-09.  ELIMINAN ACCESO A PROPIEDAD POR CONSTRUCCIÓN DE AUTOPISTA. Alega el recurrente,  que es co propietario de un inmueble inscrito en el Registro Público de la Propiedad, que se ubica propiamente en Escazú, frente a la Autopista Próspero Fernández con calle marginal denominada cuatro en medio, sita, del negocio que se encuentra al frente del túnel de Guachipelín denominado Constru-Plaza. Acusa que desde septiembre del año pasado, sea hace aproximadamente ocho meses, el Ministerio recurrido a través de una concesionaria eliminaron la existencia de la calle marginal 4, para unirla a la ampliación de la Autopista Próspero Fernández del Proyecto San José-Caldera, hecho que le ha generado grandes daños y perjuicios, ya que no ha podido ingresar a su inmueble. Agrega que  no puede el Ministerio recurrido por cuenta propia, disponer del cierre del citado camino que por muchos años lo ha utilizado para ingresar a su propiedad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Secretario Técnico y a la Presidenta, ambos del Consejo Nacional de Concesiones, o a quienes ocupen sus cargos, disponer de inmediato las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que se le otorguen las facilidades a efecto de que el recurrente pueda tener un acceso su propiedad ubicada en el distrito San Rafael, del cantón de Escazú, de la provincia de San José. CL

12542-09. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD ARREGLAR ALCANTARILLA QUE DAÑA PROPIEDAD. Señala la recurrente que es dueña de una finca, la cual es terreno para construir con casa de habitación, ubicada en Turrialba. Señala que dicha propiedad colinda al Sur con una alcantarilla de desfoque que se ubica junto a la vía pública, y que se instaló sin ningún estudio hidráulico previo, en la que se descargan las aguas fluviales que ésta recoge. Indica que desde un inicio ha tenido problemas con la salida de paso de agua de dicha alcantarilla, dado que  provoca la salida de agua a través del muro de su propiedad, por lo que en la actualidad ya presenta problemas de grietas. Refiere que a lo largo de diez años ha solicitado ayuda al municipio recurrido sin que se hayan tomado las medidas pertinentes para solucionar su situación. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde Municipal de  Turrialba  o a quién  en su lugar ocupe este cargo, que proceda a adoptar y ejecutar las medidas necesarias para  reparar el problema que provoca la salida de paso de la alcantarilla ubicada en la intersección  antes del Hogar de Ancianos ubicado en el Recreo de Turrialba, lo anterior  en el plazo de SEIS MESES a partir de la comunicación de esta sentencia. CL

DERECHO DE TRABAJO
13966-09. COBRO ADMINISTRATIVO POR PARTE DE LA DIRECCION EJECUTIVA DEL PODER JUDICIAL. Indica el  recurrente que sufrió una colisión mientras conducía el vehículo propiedad del Poder Judicial. Manifiesta que a raíz de tales hechos en la Unidad Administrativa Regional del Poder Judicial en Heredia se inició una causa en su contra en la cual se le exoneró de culpa disciplinaria. Asimismo, menciona que por los mismos hechos se le inició un proceso de tránsito en el Juzgado de Heredia, mismo en el que se dictó sentencia absolviéndole de toda pena y responsabilidad. No obstante lo anterior, indica que la Dirección Ejecutiva inició en su contra procedimiento ordinario administrativo de responsabilidad pecuniaria y se le condenó al pago de los daños ocasionados al vehículo propiedad del Poder Judicial mencionado obligándole a cancelar la suma de noventa mil colones por concepto del deducible interno del costo de la reparación. Afirma que contra dicha resolución interpuso recurso de apelación ante el Consejo Superior del Poder Judicial; sin embargo, éste fue declarado sin lugar. Se declara  con lugar el recurso. Se anula el procedimiento de cobro administrativo seguido en contra del amparado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que fundamentan esta estimatoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

13818-09. ORDENAN DEVOLVERLE A FUNCIONARIO INFORMACIÓN PERSONAL QUE HABÍA EN SU COMPUTADORA.  Alega el recurrente que cuando se reintegró a su cargo como Jefe del Área de Gestión de Bienes y Servicios del Hospital San Rafael de Alajuela, el pasado primero de junio de 2009, al cesar la aplicación de una medida cautelar decretada en su contra, se percató que el computador que tenía asignado al momento de su separación del cargo, no estaba. Acusa que cuando indagó para determinar la ubicación de este implemento - el cual contenía documentos de trabajo así como información personal -, pudo constatar que los archivos que tenía grabados fueron borrados, ello por orden de la persona que ocupó su lugar mientras se encontraba fuera, y quien actualmente labora en el Área de Regulación y Evaluación de la Gerencia de Logística de la Caja Costarricense del Seguro Social. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital San Rafael de Alajuela, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, a efectos de que dentro del plazo de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde al tutelado copia de la información de índole personal que existía en su computador institucional previo a ser suspendido de su cargo. CL
13604-09. NOMBRAMIENTOS EN PUESTOS DE JEFATURA EN LA CCSS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 25 del Estatuto de Servicio de la Caja Costarricense de Seguro Social. La norma se impugna en cuanto establece que la Gerencia de la Entidad podrá prescindir de las disposiciones incluidas en el Estatuto -que regula todo lo referente a la carrera administrativa en la Institución- en los nombramientos de jefes y subjefes de las distintas unidades de trabajo, lo cual implica una vulneración de los principios de equidad, igualdad y razonabilidad en relación con los inspectores de leyes y reglamentos de la Caja Costarricense de Seguro Social y para el resto del personal de la Institución, en cuanto al nombramiento de las plazas de jefatura o subjefatura, en las distintas unidades de trabajo. Aduce el accionante que la norma cuestionada es de carácter general, sin discriminar si se trata de nombramientos en plazas de confianza o de aquellas sometidas al régimen institucional vigente en materia de selección y ascenso de personal. Refiere que con base en esa norma, la Gerencia Financiera y las otras Gerencias de la Institución, a solicitud de las jefaturas, han procedido al nombramiento de personas en puestos de jefatura a nivel de subárea, a pesar de que no son puestos de confianza, nombrando personas con un considerable menor tiempo, preparación académica y experiencia, en contraposición a una cantidad importante de profesionales de amplia y limpia trayectoria y con preparación académica y experiencia superior, sin convocatoria a un concurso interno y menos externo de las plazas vacantes y de manera consecuente sin la participación abierta, objetiva y transparente de otros funcionarios de la Dirección de Inspección y a nivel institucional; para que con base en las variables debidamente ponderadas de idoneidad, antigüedad y récord laboral, se obtengan los nominados a los cargos, al tenor de lo que establece el artículo 66 de la "Normativa de Relaciones Laborales" que regula las relaciones laborales entre los trabajadores y la Caja Costarricense de Seguro Social. La Administración infringe con la aplicación de la norma cuestionada, el principio de igualdad, pues otorga un trato discriminatorio a cada uno de los posibles candidatos. Se impide a la Institución garantizar a sus funcionarios, de conformidad con los recursos institucionales, condiciones laborales de ascenso profesional y salarial sustentadas en los principios de equidad e igualdad de oportunidades, calidad, producción y dedicación sostenidas. Se declara CON LUGAR la acción.  En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 25 del Estatuto de Servicio de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Vargas y Jinesta declaran sin lugar la acción y dan razones diferentes. CL
13590-09. NOMBRAMIENTOS DE LOS DOCENTES EN CASOS DE RENUNCIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 09 del Decreto Ejecutivo 12915-E-P, Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente. La norma se impugna en cuanto dispone: “Artículo 9. Quienes durante el curso renuncien a nombramiento en propiedad, obtenido por concurso público para el curso lectivo de que se trate, nombramiento interino o sustituto no podrán ser nombrados para ningún otro puesto con carácter de interno o sustituto durante el mismo curso lectivo.”  Manifiesta el accionante que la norma lesiona los artículos 56 y 192 de la Constitución Política, así como los principios de razonabilidad y proporcionalidad, de libre elección del trabajo, de igualdad y no discriminación en el acceso a los cargos públicos. El artículo impugnado sanciona al funcionario que renuncia expresamente a un nombramiento  excluyéndolo del Registro de Oferentes por el resto del curso lectivo sin tomar en consideración las razones por las cuales tuvo que hacerlo. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el artículo 9 del Decreto Ejecutivo N° 12915-E-P, Manual de Procedimientos para Administrar el Personal Docente. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
13093-09. ELIMINACIÓN DEL PAGO POR PROHIBICIÓN. Acusan los recurrentes, funcionarios del Laboratorio Costarricense de Metrología del Ministerio de Economía Industria y Comercio (LACOMET), que les fue eliminada la prohibición, posterior a que el Ministro hiciera una consulta a la Procuraduría General de la República, la cual emitió el dictamen número C- 232-2006. Afirman que no se les dio debido proceso; no obstante, con base en las consideraciones dadas en esta sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
13142-09. SUSPENSIÓN DE AUMENTO DE LECCIONES A DOCENTE. Alega el recurrente que el Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, le notificó que su solicitud de aumento de lecciones en propiedad de 32 a 40, se había resuelto satisfactoriamente; no obstante, posteriormente se le aplicó una disminución de lecciones en propiedad, aduciendo que se encuentra reubicado por razones de salud y estima que el hecho de que tenga problemas de salud no es motivo para discriminarlo y a la vez excluirle del derecho de recibir un salario digno. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso.  SL

13147-09.  CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO PARA NOMBRAR A OTRO INTERINO. Señala la recurrente que es profesora de contabilidad con ocho años de experiencia, en el Ministerio de Educación, que su nombramiento rige desde el 6 de febrero de 2009 y hasta el 31 de enero de 2010, con 24 lecciones interinas. No obstante, de manera sorpresiva e arbitraria se le informó del cese de su nombramiento interino como profesora de contabilidad, a pesar de estar incapacitada y sin que existiera una razón que justificara ese movimiento. Afirma que no se ha dado una disminución de sus lecciones interinas, ni tampoco ingresó un funcionario propietario en su lugar. Acusa que en su lugar se ha nombrado interinamente a otra funcionaria. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Vargas salva el voto y declara con lugar el recurso, con sus consecuencias. De igual forma, el Magistrado Cruz Castro declara con lugar el recurso, con sus consecuencias. SL
13092-09. PLAZO DE INCAPACIDAD POR MATERNIDAD EN CASO DE NIÑOS PREMATUROS.  Señala la amparada que  labora para el Instituto Costarricense de Electricidad y que el 19 de enero del año en curso, dio a luz a su  hijo, cuyo nacimiento fue prematuro y debido a los problemas por "Pre Eclampsia Severa" fue necesario internarlo en la Unidad de Cuidados Intensivos para Neonatos del centro médico recurrido. Asegura que el niño desde su nacimiento ha tenido serios problemas de salud, los cuales han sido tratados a tiempo por los médicos especialistas; asimismo, aduce que el infante fue enviado a su casa de habitación con el respectivo tratamiento de antibiótico oral, indicándosele que deberá asistir a las próximas citas médicas. Argumenta que el 19 de abril del presente año, venció el período de incapacidad; por ende, alega que se encuentra disconforme con la licencia remunerada que se le otorgó por concepto de maternidad, pues únicamente se le otorgó un período de tres meses, sin considerar que el parto fue prematuro y darle el mes anterior al parto para estar con su hijo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo el recurso. RF
12788-09. NEGATIVA A TRASLADAR A FUNCIONARIA JUDICIAL AL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS. Alega la recurrente violación en perjuicio de la amparada  del derecho a la salud, ya que el 10 de febrero del año en curso, como sufría un dolor en su mano izquierda y tenía el brazo morado, se presentó al Servicio Médico de Empleados del Segundo Circuito Judicial de San José, siendo atendida por la doctora a cargo, quien le dijo que tenía tendinitis en su mano derecha. Posteriormente, el día 6 de febrero, volvió a ser atendida por la misma doctora, quien le manifestó que tenía un tumor. Como la profesional en medicina calificó el padecimiento como "Riesgo Laboral", remitió a la recurrente al Instituto Nacional de Seguros y se comunicó vía telefónica con el Administrador del Segundo Circuito Judicial de San José, aquí recurrido. No obstante, dicho administrador le indicó a la doctora que no iba a firmar un aviso de accidente porque la amparada tenía antecedentes y acababa de estar incapacitada por una operación quirúrgica en su rodilla izquierda, razón por la cual debía remitir a la recurrente a la Caja Costarricense del Seguro Social y no al Instituto Nacional de Seguros (INS). Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la Directriz del 5 de mayo del 2009 suscrita por el Administrador a.i del II Circuito Judicial de San José con referencia a la remisión de boletas de accidentes laborales al Instituto Nacional de Seguros. Asimismo se le ordena Subadministrador a.i del II Circuito Judicial de San José, que de inmediato procedan a extender la boleta de remisión al INS, del caso de la amparada por el cual acudió el pasado 10 de febrero a la consulta con el médico de empresa.  CL
12825-09. SE ORDENA A EMPRESA PRIVADA ENTREGAR “CARTA DE DESPIDO”. Señala el recurrente, que la empresa recurrida se negó a entregarle la carta de despido, pese a que en la Dirección Nacional de Inspección General de Trabajo le notificó a su patrono la obligatoriedad de emitirle al amparado dicho documento.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Sociedad Consultoría de Seguridad de Investigaciones Privadas GRM S.A., o a quién en su lugar ejerza su cargo, bajo pena de desobediencia que de forma inmediata entregue la carta requerida por el accionante de conformidad con el artículo 35 del Código de Trabajo.  CL
12799-09. SUSPENDEN NOMBRAMIENTO INTERINO. Señala el recurrente fue nombrado en forma interina como asistente de dirección de colegio 2 en el Liceo de Limón y posteriormente, fue cesado sin debido proceso.  Se declara con lugar el recurso por violación al derecho de defensa y debido proceso. En consecuencia se anula el oficio DRH-ASIGRH-AUDM-3064-2009 del 30 de marzo del 2009 por falta de fundamentación, y por consiguiente la acción de personal No. 6336151. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ejerza el cargo, ordenar de inmediato lo necesario para que al recurrente se le reestablezca en el nombramiento interino y con las condiciones que ostentaba hasta antes de ser cesado mediante la referida acción de personal.  CL
12917-09. REVOCATORIA DE  NOMBRAMIENTO A SERVIDOR JUDICIAL POR DEUDAS. Indica el recurrente que el ocho de julio pasado recibió el oficio número 6186-09 de siete de julio pasado, en donde se le comunica que en sesión número 68-09 se tomó el acuerdo de revocarle su nombramiento por deudas. Alega que el fundamento primordial es que el funcionario público comprende tanto las faltas cometidas con ocasión del cargo como fuera de él que sean contrarias a la moral, y que el servidor judicial debe conducirse tanto en su vida laboral como privada de forma digna, por lo que las incorrecciones que cometa en el ejercicio de su cargo o en su vida privada, que afecten el buen servicio o la imagen del Poder Judicial serán castigadas. Estima que en su caso ello no sucede, pues ha venido honrando sus deudas en la medida de sus posibilidades salariales, y que desde diciembre de dos mil ocho está al día y le rebajan de su salario la suma correspondiente a esos créditos que se le acusan como insolutos, por lo que el salario de sus compañeros que lo fiaron y el suyo no están embargados actualmente.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
12804-09.- INFORMACIÓN ENTREGADA EN “CD” NO LE PERMITE EJERCER DEFENSA. Señala la recurrente, que el diecinueve de noviembre del dos mil ocho, solicitó ante la Junta Directiva del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia, copia certificada de las actas numeradas de la 22 a la 36 para efectos legales, la información se le entregó pero en un CD; no obstante, carece de la tecnología para verlo, por cuanto la información brindada no es accesible y le imposibilita ejercer su derecho de defensa ante el procedimiento que se le sigue.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a  Presidenta de la Junta Directiva del Instituto Sobre Alcoholismo y Farmacodependencia o a quien en su lugar ocupe el cargo de, proveerle inmediatamente copia certificada a la recurrente de las actas No. 22 a la 36 requeridas el 19 de noviembre de 2008, a costa de ésta. CL
12782-09. IUS VARIANDI. Alega la recurrente que las autoridades accionadas ordenaron a la amparada cambiar su rol de trabajo, motivo por el cual, a pesar de haber laborado más de veinte años en horario de día, ahora deberá trabajar en horario nocturno. Lo anterior, aduce, fue decidido sin que exista un acto debidamente fundamentado y sin tomar en cuenta los múltiples padecimientos que sufre. Se declara con lugar el recurso, por violación al debido proceso. En consecuencia, se anula el traslado ordenado, verbalmente, a la amparada por parte de las autoridades del Hospital de Guápiles al turno de las catorce a las veintidós horas. Se ordena a la Directora General a.i. y Directora de Enfermería a.i., ambas del Hospital de Guápiles, que procedan, inmediatamente, a restituir a la amparada en el turno de trabajo que venía laborando, con el pleno goce de todos los derechos, beneficios y condiciones laborales de que gozaba con anterioridad a su traslado. CL
12709-09. CORREO ELECTRÓNICO INSTITUCIONAL. Señala el recurrente, que con insistencia ha venido solicitando a las autoridades recurridas, se permita en forma general, para todos los empleados de la institución, y en ejercicio de la libertad de expresión, tener acceso al uso del correo electrónico Global, dado se ha creado con ello una ilegal y privilegiada discriminación. Al no abrirse el correo para uso de todos, no existe la posibilidad legal para que la mayor fuerza laboral del I.C.E. pueda intervenir por escrito, a través de ese mismo medio de correo electrónico. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia,  se declara sin lugar el recurso. SL
12547-09.  CESE DE NOMBRAMIENTO. Alega la recurrente que ingresó a laborar al municipio recurrido en 1996 como Oficinista, cuando concluyó su carrera profesional y obtuvo el título de Master en Administración de Negocios, le asignaron funciones profesionales, pero nunca le canceló el salario correspondiente. Que en el 2007 para reconocerle el salario que en derecho le corresponde en atención a sus labores, se le obligó a solicitar un permiso sin goce de salario por seis meses de su puesto de Oficinista y fue contratada por servicios profesionales como Directora Financiera. No obstante,  la Auditoria del municipio recurrido, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento a la Ley contra la Corrupción y Enriquecimiento en la Función Pública, solicitó la suspensión inmediata de su contrato de servicios profesionales, reintegrándosele en consecuencia al puesto de Oficinista para efectos salariales, pero continúa ejerciendo las funciones de Directora Financiera. Que ha realizado diferentes gestiones ante la Dirección de Recursos Humanos para que se le normalice su situación laboral y se le nombre en el puesto que desempeña desde hace cinco años, debiéndosele cancelar el salario correspondiente; no obstante, todo ha sido en vano.  Se declara  CON lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y Jefe del Departamento de Recursos Humanos, ambos de la Municipalidad  de San Ramón o a quienes en su lugar ocupen los cargos REINSTALAR  a la recurrente en el puesto de Directora Financiera con los derechos que le corresponden. CL

12491-09. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO. PODER JUDICIAL. Señala el recurrente, que labora para la Sección de Cárceles del Segundo Circuito Judicial de San José y del Organismo de Investigación Judicial, desde el 17 de setiembre de 2008 en plaza vacante y en forma interina. Señala que por oficio número 277-SC-09 del 23 de junio pasado, se le notificó el cese de nombramiento a partir del 07 de julio pasado, toda vez que en criterio de los recurridos, no cuenta con los requisitos indispensables para desempeñarse en el puesto de custodio de detenidos según lo dicta la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo XII, sin seguirle el debido proceso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia,  se declara sin lugar el recurso.  SL
12092-09. PRUEBAS EXTRAORDINARIAS DEL SERVICIO CIVIL. Señalan las recurrentes, que se desempeñan en los puestos de Profesional de Servicio Civil 1A y Técnico Profesional 1, ambos en la especialidad de Administración de Recursos Humanos. Gestionaron ante la autoridad recurrida la posibilidad de realizar pruebas extraordinarias a fin de integrar el registro de elegibles, para optar por un puesto en propiedad, no obstante se les denegó la oportunidad. Afirman que a otros funcionarios si se les ha brindado ese derecho, violentando de esa manera el principio de igualdad. Indican que la recurrida ha enviado ternas con el registro de oferentes sin realizar las pruebas requeridas para tales efectos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
12169-09. SANCION EN CORREOS DE COSTA RICA. Señala el recurrente que fe sancionado por ocho días sin goce de salario por parte de Correos de Costa Rica -sujeto de derecho privado-, por medio de oficio DD-228-09 de fecha 02 de junio del 2009, por presunto abandono de trabajo. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recurso. RF
DERECHO PENAL
13862-09. APELACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que contra los amparados se tramita una causa penal por el delito de Robo Agravado en el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela.  Señala que el Juzgado recurrido dictó prisión preventiva en contra de los encartados por el plazo de dos meses y procedió a apelar la resolución oral, en forma también oral ante ese Juzgado, momento en el que expuso sus argumentos y en el que solicitó la realización de una vista para ampliar sus argumentos, no obstante a la fecha, es decir, mes y medio más tarde, no se le ha resuelto su gestión, denegándole con ello el derecho de audiencia y doble instancia al que tienen sus representados.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela remitir de forma inmediata al Tribunal de Juicio de Alajuela el recurso de apelación interpuesto por el recurrente el seis de julio de dos mil nueve en contra de la resolución de las dieciocho horas treinta minutos del seis de julio de dos mil nueve, que ordenó como medida cautelar la prisión preventiva de los amparados a efecto de que el recurso sea resuelto como en Derecho corresponda. CL
13591-09. TIPICIDAD EN NORMA DE LEY DE ESTUPEFACIENTES. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al Artículo 62 de la Ley número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho y sus reformas, “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento del terrorismo. Considera la Jueza Consultante que la norma es contraria a los principios de legalidad y tipicidad, dado que no contiene una adecuada descripción de la conducta típica, lo cual considera que es inusual en los delitos culposos, que según refiere, se encuentran descritos de una forma específica en el Código Penal. Considera que la imprecisión de la conducta proviene del hecho de que el tipo no indique la forma en que debe procurarse la impunidad o evasión de las personas sujetas a investigación, indiciadas o condenadas por la comisión de alguno de los delitos tipificados en esa Ley. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 62 de la Ley número 7786 del treinta de abril de mil novecientos noventa y ocho y sus reformas, "Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, legitimación de capitales y financiamiento del terrorismo", no es contrario a los principios de legalidad y tipicidad. Evacuada
13244-09.  PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA ORAL. Alega el recurrente que en contra del amparado se tramita causa penal y que el Tribunal de Juicio, en forma intempestiva y arbitraria fijó la vista para resolver lo concerniente a la prórroga de la prisión preventiva, la cual se celebró a pesar de que él, como su abogado defensor particular, no podía asistir a la misma en virtud de tener otra diligencia que realizar a la misma hora, y que no obstante que solicitó el atraso de la audiencia para poder representar al amparado en esa vista, no cedieron, realizando la misma en ausencia de su defensor, dejando al amparado en total estado de indefensión y fijando una prórroga de su detención por tres meses más que vencen el tres de octubre de entrante. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado, a efecto que, DE INMEDIATO, el Tribunal Penal de Juicio de Heredia programe y celebre la audiencia oral correspondiente a efecto de resolver, como en Derecho corresponda, la solicitud de prórroga de prisión preventiva del amparado -en la que se deberán observar todas las garantías del derecho al debido proceso-. CL 
13206-09. DETENCIÓN EN CASO DE EXTRADICIÓN. Acusa el recurrente que el Tribunal accionado dictó contra el amparado resolución número 98-2009 del 23 de marzo de 2009 por medio de la cual ordenó la extradición del agraviado, otorgando dos meses al Estado requirente para que realizara las gestiones pertinentes. Esta sentencia fue impugnada ante el Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, el cual confirmó la sentencia. Señala que el amparado se encuentra a las órdenes del Centro de Atención Institucional de San José pero internado en la Clínica Católica por su estado de salud, además ya venció el plazo que dictó el Tribunal recurrido para que el Gobierno requirente realizara las gestiones pertinentes para que realizara la extradición, sin embargo a la fecha no se ha realizado, por lo que considera que el amparado se encuentra detenido ilegítimamente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
13081-09. CONCILIACIÓN EN DELITOS COMETIDOS EN PERJUICIO DE MENORES DE EDAD. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al Artículo 36 párrafo 7) del Código Procesal Penal. La norma consultada señala:“El tribunal no aprobará la conciliación… en los delitos cometidos en perjuicio de las personas menores de edad.”. Considera la Jueza Consultante que tal disposición infringe el principio de igualdad porque se restringe a la víctima menor de edad, la posibilidad de decidir si desea aceptar una conciliación o no. Además, afirma que se lesiona el principio de intervención mínima regulado en el artículo 40.3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, porque se obliga a someter al imputado a un proceso penal que resulta más gravoso. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 36 párrafo 7) del Código Procesal Penal no es contrario a los principios de igualdad e intervención mínima. La Magistrada Abdelnour pone nota. Evacuada
12226-09.  REVOCATORIA DE MEDIDAS CAUTELARES. Señala el recurrente, que por resolución de las tres horas quince minutos del veintiuno de mayo del año en curso, el Juzgado Penal de Turno Extraordinario de San José le impuso a su representado medidas cautelares, dentro de las cuales se encontraba no cometer más delitos. Por resolución de las catorce horas del doce de junio de este año, a solicitud del Ministerio Público, se revocaron de forma automática y sin dar audiencia a las partes, las medidas cautelares sustitutivas dictadas en contra del amparado y en su lugar se impuso la medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de tres meses. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
12258-09. PRISION PREVENTIVA. DELITO DE FLAGRANCIA. Alega la recurrente, que a los amparados se les impuso medida cautelar de prisión preventiva por el plazo de un mes por parte del despacho accionado, que dicha  medida fue impuesta de forma ordenatoria y automática bajo el argumento de que es un delito en flagrancia. Además señala que a los amparados se les ha quebrantado el derecho fundamental a la libertad, sin una debida fundamentación y basado en un argumento que no es de aplicación en este proceso, como es el establecer que por la existencia del artículo 239 bis del Código de rito, se debe aplicar la medida de prisión preventiva, toda vez que puede ser aplicado únicamente en los procedimientos especiales de flagrancia y no en uno ordinario.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL
12260-09. PRISION POR INCUMPLIMIENTO DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN. Señala la recurrente, que en contra del amparado se dictó una medida cautelar de privación de libertad por un plazo de tres meses por el supuesto incumplimiento de una medida de protección. Acusa la recurrente que el amparado no conocía de la medida impuesta y de la cual se le atribuye el supuesto incumplimiento, por lo que considera que el despacho accionado resolvió en su perjuicio, sin conocer en la audiencia celebrada si el imputado había sido notificado o no de la medida de protección impuesta.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia,  se declara sin lugar el recurso. SL 
12194-09. OMISIÓN DE RESOLVER LA SOLICITUD DE  AUDIENCIA ORAL SOLICITADA POR EL DEFENSOR DEL IMPUTADO. Alega el recurrente, que ante el Juzgado Penal de Turno Extraordinario del II Circuito Judicial de San José se tramita causa penal por el delito de robo agravado en contra del amparado, en donde se solicitó la realización de la vista oral; sin embargo, se dictó formal auto de prisión preventiva en contra del amparado, por el término de 3 meses sin realizar la audiencia o vista oral solicitada, lo que limitó la posibilidad del ejercicio de la defensa del encartado. Se declara con lugar el recurso por violación al derecho de defensa.  Se anula la resolución de las dieciocho horas  del catorce de julio de dos mil nueve dictada por el Juzgado Penal de Turno Extraordinario de San José dentro del proceso penal seguido contra el amparado, y se ordena la libertad, si otra causa legal no lo impide así como programar la realización de la audiencia oral para conocer de la solicitud de imposición de medidas cautelares efectuada por el Ministerio Público. Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado.  CL
12180-09. PRISION PREVENTIVA. AUDIENCIA. La Defensora acusa violación al derecho de defensa de su representado toda vez que, a pesar de que el defensor público titular del tutelado se encontraba incapacitado, a última hora se le llamó para asistir a una audiencia de prórroga de prisión preventiva, sin tener la oportunidad de conocer el expediente, audiencia en la que ni siquiera se había gestionado el traslado del recurrente, quien como encontraba preso, no estuvo presente. También acusa que en el dictamen pericial solicitado por la defensa, no se tomaron en cuenta los expedientes clínicos del recurrente de los deferentes Centros Penales, sino únicamente el del Hospital Psiquiátrico. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia,  se declara sin lugar el recurso.  SL
12200-09. RECHAZO DE RECURSO DE APELACIÓN POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Alega la recurrente, que el amparado enfrenta un proceso penal por el delito de robo, causa tramitada ante el Tribunal accionado.  Señala que a finales de mayo de este año, se realizó la vista oral con el objeto de conocer la medida cautelar de prisión preventiva que solicitaba el Ministerio Público en contra de su defendido, la cual fue dictada por el Juzgado Penal de San José por el lapso de dos meses. Inconforme con dicha resolución, la petente apeló de la misma para ante el Tribunal, oportunidad en que se renunció al término del emplazamiento con el objeto de hacer más expedito el trámite. Posteriormente el Tribunal Penal convocó a vista oral con el objeto de conocer los argumentos de la apelación; sin embargo indicó que declaraba inadmisible la apelación por considerar que la misma no estaba fundamentada. Asegura que lo anterior le causó un grave perjuicio a su representado, debido a que no solamente no se escucharon los argumentos tanto de la defensa técnica como de la material, sino que además no se escuchó la prueba testimonial que se citó para dicha audiencia, y ello incidió en su libertad.   Con base en las consideraciones dadas en la sentencia,  se declara con lugar el recurso. CL

DERECHO TRIBUTARIO
12218-09. AUMENTO EN EL CÁLCULO SOBRE PATENTES EN MUNICIPALIDAD DE TIBAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 5 de la Ley del Impuesto de Patentes de la Municipalidad de Tibás. No. 8523 de 30-06-06. El accionante alega el aumento desproporcionado e irracional de la modificación al impuesto de patentes de la Municipalidad de Tibás, introducido a través del artículo 5 de la Ley No. 8523, disposición que además considera confiscatoria y lesiva del principio de capacidad económica contributiva. Asimismo, reclama la violación de los principios de igualdad y generalidad en las cargas tributarias. Sobre el tema se cita la sentencia 6841-09 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recuso. El Magistrado Vargas salva el voto y ordena dar curso a la acción. La Magistrada Abdelnour salva el voto y ordena dar curso. RF
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

12446-09. REQUISITO PARA OBTENER VISA DE REUNIFICACIÓN FAMILIAR PARA CÓNYUGE EXTRANJERA. Señala el recurrente que contrajo matrimonio con una ciudadana cubana.  Indica que el 10 de noviembre del 2008, presentó ante la Dirección General de Migración y Extranjería solicitud de visa de reunificación familiar por vínculo en primer grado con ciudadano costarricense a favor de su cónyuge y su hija menor de edad. Sin embargo, por resolución del 16 de febrero del 2009, la Dirección recurrida le previno aportar prueba que demuestre la solvencia económica del cónyuge costarricense, así como certificación del matrimonio efectuado en Cuba, lo cual se cumplió el 24 de marzo del año en curso.  No obstante, la autoridad recurrida denegó la solicitud de visa de ingreso al no cumplir con lo requerido respecto de la demostración de la solvencia del solicitante.  Refiere que en la Ley de Migración no se establece tal requisito.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara con lugar el amparo con sus consecuencias.  SL
12475-09. NIEGAN SOLICITUD DE RESIDENCIA. Alega el recurrente,  que el 18 de febrero pasado ingresó al país con su esposa con una visa por treinta días, y el 18 de marzo de este año solicitó, junto con su esposa, residencia alegando vínculo con su hija costarricense. Se le concedió a su esposa residencia permanente y libre de condición por ser madre de costarricense, pero a él se le rechazó su solicitud de residencia en aplicación de una desconocida e ilegal circular número DG-0907-2009, la cual aún desconoce su contenido y existencia. Alega que dicha decisión resulta lesiva de su derecho a la no discriminación, y desconoce el vínculo padre-hija existente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
12175-09. DEPORTACION DE EXTRANJERA CASADA CON COSTARRICENSE. Señala el recurrente, que la amparada se encuentra casada con un costarricense, sin embargo, fue detenida por la policía de migración en la Uruca, en razón de no portar la cédula de residencia correspondiente. Indica que ello no tiene razón de ser, ya que es la misma Dirección General de Migración y Extranjería recurrida, la que se ha demorado en el trámite pertinente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia,  se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y da plazo para presentar Acción de Inconstitucionalidad. SL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

13942-09. SE IMPUGNA REGLAMENTO DE PARTIDO POLITICO. Acusa el recurrente que en la Asamblea Nacional de un partido político se aprobó una moción en la que piensan fijar, vía contractual, una multa por 80 millones de colones a los futuros diputados que resulten electos y que por cualquier diferencia ideológica decidieran renunciar al partido político pero no a la curul. Considera que lo anterior es contrario a lo dispuesto en la Constitución Política porque todo costarricense es libre de expresarse y con ese cobro se les va a obligar a dichas personas a mantener una línea de pensamiento a la fuerza y se pierde con ello la representación popular. Asimismo, estima que el Tribunal Supremo de Elecciones incumple sus funciones por cuanto permite la existencia de reglamentos antidemocráticos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
FAMILIA
12254-09. REGULACIÓN DE VISITAS A MENOR EN ALBERGUE DEL PATRONATO. Alega la recurrente, que las autoridades recurridas le "quitaron" a su hija, con el argumento de que estaba desnutrida y era una niña agredida. Afirma que en ningún momento ha abandonado a su niña, pero a pesar de ello, solo le permiten verla cada veintidós días. Se declara parcialmente con lugar el recurso, ordenando a la Coordinadora de la Oficina Local de Desamparados del Patronato Nacional de la Infancia, que la visita asistida a la menor amparada por parte de su madre, se realice en  períodos menores a los veintidós días, salvo que tal variación produzca una  seria afectación de los intereses de la menor. CL
INTIMIDAD

12973-09. SE ORDENA AL MOPT ELIMINAR REGISTROS DE INFRACCIONES DE SUPERIORES A 10 AÑOS. Señala el recurrente que en el sistema del Consejo de Seguridad Vial, tanto en la página en Internet como en los registros físicos,  aparecen los registros de multas sin plazo alguno, incluyendo las superiores a 10 años, así como los registros de multas por las cuales el infractor resultó absuelto de toda pena y responsabilidad.  También señala que solicitó a ese órgano borrar del sistema al menos las infracciones que tenían más de 10 años, fundamentado en la jurisprudencia constitucional sobre la prohibición de penas a perpetuidad y el derecho al olvido, pero se le indicó que los votos citados se aplican al Ministerio de Seguridad Pública y no al MOPT. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora Ejecutiva, así como al Jefe del Departamento de Infracciones, ambos del Consejo de Seguridad Vial, que de inmediato ejecuten las acciones pertinentes dentro del ámbito de sus competencias a fin de que se cancele de toda base de datos de acceso público, Internet u otros, los datos del amparado relativos a las boletas de Tránsito No. 1420804 1998, 146550 1997, 297639 1997 y 368885 1997. CL
12683-09.  AUTODETERMINACIÓN INFORMATIVA. Alega la recurrente que hace unos días, se dio a la tarea de indagar qué clase de información suya almacenan, y en su caso, suministran las empresas recurridas. Que logró informarse que las protectoras de crédito recurridas Teletec SA, Datum y Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada SA, mantienen y distribuyen a sus clientes, datos privados sobre él, familiares, salarios, teléfonos, dirección de su residencia, entre otros. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la lesión del derecho de autodeterminación informativa, tutelado por el artículo 24 de la Constitución Política. Se ordena al Presidente con facultades de Apoderado Generalísimo de Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada S.A. y al Representante Judicial de Aludel Limita, que, de manera inmediata, supriman de sus correspondientes bases de datos cualquier referencia a la dirección exacta de la casa de habitación de la amparada. CL
12434-09.  INFORMACIÓN CONFIDENCIAL DE EXPEDIENTES DEL PODER JUDICIAL EN INTERNET. ASUNTO EN MATERIA DE SALUD. Acusa la recurrente la violación, en perjuicio de la amparada, de lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución Política, ya que solicitó ante la Sala Constitucional, que se eliminara de la página web del Poder Judicial, los datos confidenciales que constan en el registro digital de un expediente en donde figura como recurrente, en donde no sólo le garantizó el compromiso de todo el personal de la Sala Constitucional en resguardar los datos confidenciales de quienes figuren como partes en los asuntos sometidos a su conocimiento, sino también, que se había subsanado la información que sobre su caso estaba disponible en internet. Sin embargo, por consulta electrónica realizada el 19 de mayo del año en curso, constató que los datos confidenciales acerca de su estado de salud, aún están a disposición de cualquier persona que acceda a internet. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Departamento de Tecnología de Información, bajo pena de desobediencia que en  forma inmediata gire  las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de sus competencias para la exclusión del expediente 08-002159-0007-CO - por ser de índole confidencial-  de las páginas de Internet del Poder Judicial y de la Sala Constitucional de la  Corte Suprema de Justicia.  CL

LIBERTAD DE PRENSA
13257-09. SE ACUSAS QUE EN LA TELEVISIÓN NACIONAL SE DAN PROGRAMAS NO APTOS PARA MENORES DE EDAD Y EN CONTRA DE LOS VALORES CATÓLICOS. Alega el recurrente que los diferentes medios de comunicación del país y las instituciones públicas, permiten la programación, publicación y difusión de programas, imágenes e información que no son aptos para menores de edad, y en las cuales se promueven prácticas que van en contra de los valores y principios católicos y constitucionales, por lo que solicita a la Sala su intervención en la regulación de esta situación. Sobre el tema planteado en este caso se cita el voto 3298-09 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo el recuso. RF  

LIBERTAD DE TRANSITO

13288-09.  RESTRICCIÓN VEHÍCULAR A QUIENES REALIZAN “PORTEO”. Señala el recurrente, que el Decreto número 34577-MOPT, reformado por el Decreto 43620-MOPT viola el derecho de igualdad de los prestatarios de transporte público de personas, dado que no permite la circulación de los vehículos de quienes prestan el servicio de porteo, mientras que quienes brindan el servicio de transporte en su condición de prestatarios o concesionarios se encuentran exentos de tal regulación vía excepción. Argumenta que tal disposición resulta arbitraria y discriminatoria como consecuencia de un exceso en la potestad reglamentaria por parte del Poder Ejecutivo. Aduce que han solicitado permiso al Ministerio de Transporte Público, para circular en los días de restricción, con base en contratos previos de servicio de transporte y les resuelven negativamente, lo que les impidió prestar los servicios contratados bajo la modalidad de porteo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL

MINORIAS
13245-09. SE ACUSA QUE EL EDIFICIO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA NO TIENE CONDICIONES PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Alega la recurrente  que tiene ochenta y cinco años de edad y vive interesada en los problemas legislativos del país, por lo que ha venido asistiendo a las barras de la Asamblea Legislativa desde octubre de dos mil siete. Indica que el reducto donde el público debe permanecer tiene varios problemas, por ejemplo no hay buena ventilación, fue eliminada una gradería que permitía observar desde varios niveles, y como el recinto es pequeño hay mucho incomodidad para los asistentes, y aunque tiene aire acondicionado, si se enciende no se escucha a los diputados. Narra que recientemente tuvo un problema de salud que le ha afectado su pierna derecho, y  por ello se percató que las gradas de entrada a las barras son empinadas y no tienen acceso para personas con discapacidad motora, amén de que no hay rampas ni ascensores para personas mayores o que tengas problemas motores.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente de la Asamblea Legislativa, o a quien ocupe dicho cargo, que en el término improrrogable de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, tome las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad a aquellas áreas que sean de acceso al público en los edificios que ocupa la Asamblea Legislativa. CL
13172-09. INCUMPLIMIENTO DE LEY 7600 EN EDIFICIO Y MERCADO DE SAN JOSÉ. Señala el recurrente que el edificio del Consejo Municipal en su segunda planta, los mercados municipales Central, Borbón y de Mayoreo y el edificio del Ministerio de Salud, no cumplen los requerimientos de la ley 7600. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de San José, que en el término improrrogable de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, tome las medidas que sean necesarias   para que todas las personas sin discriminación alguna tengan acceso a  las oficinas del Concejo Municipal de San José y al Mercado Central. Asimismo se habiliten los servicios sanitarios de conformidad con el reglamento de la Ley 7600 en el Mercado Central y el Mercado Mayoreo. CL
MUNICIPALIDAD

13986-09. MALAS CONDICIONES DEL  CAMINO QUE CONDUCE  A BIJAGUAL CON PARRITÓN-PARRITA. Indica  el recurrente que hace aproximadamente año y medio la Comunidad de Parritón y vecinos del lugar, tienen que sacar sus productos por medio de vehículos tanto motorizados como animales,  que las personas que transitan a sus trabajos y que necesitan pasar por el camino después del puente a sus escuelas y colegios, se arriesgan a caer al precipicio que queda después del puente sobre el río Parrita. Estima que a ese problema debe de dársele urgente reparación para evitar tragedias, por la falta de interés y responsabilidad que los funcionarios deben de tener con sus comunidades. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Acosta y a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que cada uno, dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias giren las instrucciones pertinentes, coordinen y tomen de manera inmediata las medidas necesarias, efectivas y oportunas para garantizar la solución del mal estado del tramo que comunica Bijagual con Parritón, camino que se encuentra después del puente sobre Río Parrita. CL
13978-09. CONSTRUCCIÓN DE ZANJA PROVOCA EL ESTANCAMIENTO DE AGUAS PLUVIALES  EN SAN RAFAEL DE HEREDIA. Manifiesta el recurrente que la municipalidad recurrida autorizó la construcción de viviendas en la finca colindante a su propiedad, sin que mediara la infraestructura adecuada para la evacuación de aguas servidas y pluviales; situación que genera, que las mismas desagüen en su inmueble. Acusa que producto de lo indicado, se formó una zanja que en época de verano hace que se estanque el agua, lo que provoca contaminación y criaderos de plagas de insectos y roedores. En virtud de lo descrito solicitó un estudio a fin de que se construyera el alcantarillado en dicho sector; no obstante, a raíz de las denuncias que presentó, varios funcionarios del municipio recurrido efectuaron trabajos de limpieza en la orilla de la calle; pero lanzaron la basura y materiales de desecho a su propiedad. Se declara parcialmente con lugar el recurso, y se le ordena a Alcalde de la Municipalidad de San Rafael de Heredia, disponer lo necesario para que, en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, valore la escorrentía de aguas en el terreno de la amparada (finca del Partido de Heredia matrícula de folio real #53.726-000) y elabore un proyecto, técnicamente fundamentado, para mitigarla, así como que conteste al actor, en los ocho días siguientes a la notificación de la sentencia, las notas que ha presentado ante la Municipalidad. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial

13319-09. RETARDO EN REPONER TAPAS DE ALCANTARILLAS EN CIUDAD COLÓN. Señala el recurrente que en el cuadrante en donde se ubica su casa de habitación, propiamente en Ciudad Colón, existen dos alcantarillas que desde hace más de dos años carecen de su respectiva tapa. Que en varias ocasiones ha acudido a la Municipalidad de Mora con el fin de que procedan a dar solución a este problema, no obstante, se ha hecho caso omiso a su solicitud, bajo el supuesto de que no tienen presupuesto para hacer frente a esta problemática, poniendo en peligro la seguridad de los niños que transitan por las calles para dirigirse a la Escuela, así como de los ancianos y otras personas que también transitan por el lugar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de Mora, o a quien en su lugar ejerza el cargo, adoptar las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, se proceda a la instalación de tapas a aquellas alcantarillas que no las tengan, en el Distrito Colón. CL
13356-09.  INCUMPLIMIENTO DE DISPOSICIONES DE LA LEY 7600 EN CALLE DE PALAMARES. Señala el recurrente, que la calle "El Ahorcado" de Palmares de Alajuela carece de las condiciones apropiadas para que se desplacen las personas adultas Mayores y con discapacidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Alcalde Municipal de Palmares, que de inmediato realice las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen los trabajos necesarios para solventar los problemas que se presentan en la calle El Ahorcado, de manera que se garantice el libre tránsito de las personas con discapacidad por dicho lugar.  CL
13296-09. AUMENTO UNILATERAL DE IMPUETOS DE BIENES INMUEBLES. Indica la recurrente que en julio le correspondía hacer su declaración de bienes inmuebles, razón por la cual se presentó en la Municipalidad de Heredia. No obstante, para su sorpresa, encontró que habían hecho una valoración exagerada del terreno y de la construcción. Además, no entiende en qué se basó la División órgano de Normalización Técnica del Ministerio de Hacienda para triplicar el valor de su propiedad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL

13153-09. FALTA DE TAPAS EN ALCANTARILLAS CAUSAN ACCIDENTE EN ALAJUELA. Alega la recurrente que asistió a un encuentro de fútbol en el Estadio Alejandro Morera Soto y que al dirigirse de vuelta a su casa, cayó en el hueco de una alcantarilla, misma que no tenía la "parrilla o tapa". Señala que en Alajuela, existen muchas alcantarillas con ese problema. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a  la Alcaldesa, al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Alajuela, y a la Presidenta del Consejo de Administración del Consejo Nacional de Viabilidad o a quien en su lugar ocupe el cargo, que, DE INMEDIATO, adopten las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia para resolver, de manera definitiva, el faltante de "tapas o parrillas" en las alcantarillas del cantón de Alajuela. CL
12931-09. SE ORDENA ELIMNAR AGUJA EN ENTRADA A URBANIZACIÓN. El recurrente impugna la resolución P-SC-476-09 emitida por el Jefe de Proceso de Servicios Comunales de la Municipalidad recurrida, por medio de la cual se dispuso que debía derribarse tanto la casetilla como la aguja instaladas en la entrada a la calle pública que da acceso a la Urbanización La Suiza, pues la considera violatoria de la seguridad de los bienes y de la vida de los vecinos del lugar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
12675-09. RETARDO EN SOLUCIONAR LA CALLE Y ACERAS EN CALLE DE ESCAZU. Alegan los recurrentes que son vecinos del cantón de Escazú y que la calle donde viven, carece de cordones de caño, alcantarillado y carpeta asfáltica. Agregan que la Municipalidad recurrida hace cinco años construyó un puente para conectar las dos calles pero el mismo es de una vía, no tiene paso peatonal, ni barandas, se encuentra en mal estado, es inseguro y sumamente peligroso, lo cual atenta con la integridad de toda la población en especial de los niños, adultos mayores, mujeres y adolescentes que transitan por dicho puente. Afirman que pese a las múltiples quejas que han presentado ante las autoridades recurridas, no han realizado nada para solucionar la problemática que les afecta. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde Municipal de Escazú, o a quien, en su lugar, ocupe el cargo, que realice todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y coordine con las dependencias competentes, para que, en el plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceda a la reparación definitiva de la calle Lotes Perú.  CL
12515-09. CAMBIO EN PLAN REGULADOR DE SAN JOAQUIN DE FLORES. Alega el recurrente, que la Municipalidad recurrida aprobó y está implementando un Plan Regulador, donde se dispuso que el Barrio La Santísima Trinidad de San Joaquín de Flores, así como otras zonas ya urbanizadas y habitadas de dicho cantón, sean incluidas en la denominada "Zona Industrial". Señala que la elaboración del citado Plan carece de los estudios de impacto ambiental y de la aprobación de la Secretaría Técnica Ambiental, así como, de los censos de población y de los estudios socioeconómicos, por lo que se desconoce el verdadero impacto que ocasionaría si los terrenos que habitan actualmente los vecinos son incluidos en la "Zona Industrial". Acusa que tampoco se realizó la consulta popular ni se confirió la audiencia de ley, a fin de que los vecinos afectados sean escuchados.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal, y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Flores de Heredia, que de forma inmediata deberán gestionar ante la SETENA la viabilidad ambiental del plan regulador de ese cantón. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial

12534-09. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD ARREGLAR PROBLEMA DE SEGURIDAD VIAL. Alega el recurrente que es vecino de la comunidad de La Joya, ubicada en Guadalupe de Cartago, por lo que utiliza diariamente la ruta al costado norte del cementerio, y al costado norte de un inmueble que pertenece a la otrora Junta de Protección Social de Cartago. Que en esa zona no existen adecuadas condiciones de seguridad vial, demarcación vertical y horizontal, iluminación pública, sumado al desnivel de la acera frente a los Cementerios en relación con la carretera, que propician asaltos y otros ilícitos. Debido a lo anterior, ha realizado varias gestiones ante las autoridades recurridas, tendente a que se corrija el tráfico vehicular, máxime que en esa zona no hay aceras perimetrales y pasos peatonales, pero no ha obtenido resolución a esas gestiones. Estima que la situación descrita irrespeta la planificación urbana y violenta el contenido de la Ley 7600, dado que los recurridos no han hecho nada por cumplirla en lo que se refiere al estado de las vías públicas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito, del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Cartago, que procedan DE INMEDIATO a coordinar las acciones necesarias para solucionar de forma definitiva el problema de inseguridad vial existente en la carretera nacional No. 10, específicamente a la altura de la comunidad de la Joya, en Guadalupe de Cartago. CL
NOTARIADO

12219-09. CASACION EN MATERIA NOTARIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 158 del Código Notarial.  Alega el accionante que el artículo 158 del Código Notarial, es inconstitucional en cuanto restringe la posibilidad por interponer recurso de casación en los casos en que no ha habido pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. Alega que dicha norma es contraria a los principios constitucionales contenidos en los artículos 28, 33, 39 y 42 de la Constitución Política, pues impide que aún y cuando el Tribunal de Notariado resuelva en única y última instancia, no haya ninguna otra autoridad judicial que pueda revisar el asunto. Adicionalmente, la norma provoca una situación de desigualdad al otorgar diferentes posibilidades a los Notarios, sin entrar a considerar el tipo de infracción por la cual son sancionados. Sobre el tema se cita la sentencia 4867-04 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción. RF
PENSIONES ALIMENTARIAS

12192-09. TRAMITACIÓN DE PROCESO DE PENSIONES.  Alega el recurrente que figura como demandado alimentario y la autoridad recurrida le impuso una cuota alimentaria por la suma de ciento cincuenta mil colones. Posteriormente se revocó todo lo actuado y resuelto en ese proceso y hasta ahora, no se han enderezado los procedimientos, ni se han subsanado los errores consignados en la sentencia de segunda instancia, argumentando que no se ha podido notificar a la actora, a pesar de que se le dan curso a las solicitudes de apremio presentadas por ella. Agrega que presentó un incidente de exclusión de beneficiario, el cual aduce se encuentra pendiente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL
PODER EJECUTIVO
12958-09.  INCONFORMIDAD CON RESTRICCIÓN VEHICULAR POR GRIPE AH1N1. Alega el recurrente que el día 20 de julio de 2009, se publicó en La Gaceta N° 139, Alcance N° 28, el Decreto Ejecutivo N° 35379-MOPT, que establece restricción a los dueños y conductores de vehículos. Indica el recurrente que es propietario de un vehículo, el cual no puede circular los días miércoles en el área metropolitana. Manifiesta que trabaja en la Asamblea Legislativa y que los días miércoles debe presentarse a su trabajo y acusa que el decreto violenta su derecho a la salud, ya que actualmente el planeta y Costa Rica no es la excepción, afronta una terrible pandemia conocida como gripe porcina AH1N1. La misma es de fácil transmisión, por lo que obligar a los ciudadanos a movilizarse en autobuses, que normalmente andan repletos de personas, y que durante el invierno, cierran puertas y ventanas, podría multiplicar el contagio. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  SL
12471-09. ATERRIZAJE DE AERONAVE EXTRANJERA SIN AUTORIZACIÓN. Manifiesta el recurrente, que es de conocimiento de la opinión pública que en horas de la madrugada del domingo 28 de junio del 2009, aterrizó en el Aeropuerto Juan Santamaría una nave militar proveniente de Honduras con el fin de dejar en el país al Presidente, esto sin contar con la autorización expresa del Poder Legislativo, ni de autoridad alguna del gobierno de Costa Rica, según lo establecido en el inciso 5 del artículo 121 de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

PODER JUDICIAL
13605-09. CADUCIDAD PARA COBRO DE PREMIOS DE LOTERIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 80 del Reglamento a la Ley de Loterías. La norma se impugna en cuanto el actor considera inconstitucional que el plazo fijado para el cobro de los premios esté señalado en una disposición de carácter reglamentario y no legal. Sostiene que bajo ninguna circunstancia jurídica racional sería admisible que lo dispuesto en una norma reglamentaria afecte una materia reservada únicamente a la ley. La frase cuestionada violenta el artículo 11 de la Constitución Política (principio de legalidad) porque los funcionarios públicos son simples depositarios de la ley, sin poder arrogarse facultades que el ordenamiento jurídico no les confiere. Además se soslaya el derecho de propiedad de los administrados y se infringe el derecho a la certeza jurídica, pues estima que el plazo de prescripción que debería regir es el consagrado en los artículos 868, 869 y 870 del Código Civil. Se declara con lugar la acción. Se anula por inconstitucional la frase "y dentro del plazo de sesenta días naturales" del artículo 80 del Reglamento a la Ley de Loterías,  Decreto Ejecutivo Nº 28529-MTSS-MP del 14 de marzo del 2000.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la disposición anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta sentencia en el sentido que la inconstitucionalidad declarada no afecta los premios que ya hubiesen caducado o prescrito en aplicación del mencionado plazo de sesenta días naturales, con anterioridad a la primera publicación efectuada en el Boletín Judicial número 54 del 18 de marzo del 2009, del aviso a que se refiere el párrafo segundo, del artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Junta de Protección Social. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar la acción. Vargas, Abdelnour y Salazar consignan nota. CL
12215-09. APELACION EN PROCESOS ARBITRALES. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 64 y 67 de la Ley sobre resolución alterna de conflictos y promoción de la paz social. No 7727. Las normas se impugnan por no permitir la doble instancia en el proceso arbitral, a diferencia de procesos de otra naturaleza, no obstante tratarse de un proceso de conocimiento plenario, con efecto de cosa juzgada material. La limitación establecida en el artículo 64 impugnado impide que un tribunal de segunda instancia pueda revisar por el fondo lo que lesiona las garantías constitucionales de doble instancia, igualdad, proscripción de la arbitrariedad y el principio de legalidad de la función jurisdiccional. Indican los accionantes que la Sala Constitucional ha aplicado la garantía de la doble instancia a procesos civiles o de naturaleza similar, incluso contra resoluciones de mero trámite que “causan estado”, como parte integrante del derecho constitucional a un debido proceso legal (sentencias 300-90, 1951-96 y 6113-96). La inexistencia de un recurso vertical o similar contra laudos arbitrales y la limitación contenida en los artículos 64 y 67 de la Ley RAC, que solamente regula el recurso de nulidad contra laudos, violenta además el principio de igualdad procesal. La doble instancia es elemento integrante de todos los procesos ordinarios de conocimiento plenario –civil, agrario, administrativo, laboral y familia-, sea a través del recurso de apelación o de casación. El proceso arbitral, cuya naturaleza y efectos es idéntico a esos procesos ordinarios, por el contrario no contiene una regla similar; de ahí que sí se trata de procesos idénticos en todos sus aspectos, salvo en la competencia material, no existe razón alguna para hacer una desigualdad grosera y poner en condición de desventaja al laudo, frente aquellos procesos. Al carecer los laudos de la posibilidad de un examen de fondo o mérito, se propicia la arbitrariedad en tanto permite a los árbitros dictar laudos, sin limitación de contenido contra normas escritas en contra de reglas de legalidad o aplicación exacta del derecho; ello lesiona el artículo 11 constitucional. Se viola asimismo el principio de justicia pronta y cumplida, pues al no poder la Sala Primera conocer por el fondo un laudo dictado, muchas veces lo anula, lo que hace que las partes se queden sin una resolución por el fondo del conflicto, que constituye una denegatoria de justicia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción en relación con la violación a las garantías constitucionales de proscripción de la arbitrariedad y principio de legalidad de la función jurisdiccional. En lo demás, se declara sin lugar. RP y SL
PRIVADOS DE LIBERTAD
12852-09. FALTA DE CONDICIONES EN EL CENTRO PENAL PARA PRIVADO DE LIBERTAD CON DISCAPACIDAD. Señala la recurrente que no existe a nivel institucional, ni semi-institucional, un centro penal que reúna las condiciones que requiere su patrocinado, que es una persona con discapacidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por violación a los derechos a la igualdad de oportunidades, autonomía y a la salud, sin ordenar la libertad del tutelado.  Se le ordena al Ministro de Justicia, al Director General de Adaptación Social y al Director del Centro de Atención San Agustín, tomar las medidas necesarias para garantizar, en un plazo razonable, que en ese Centro Penitenciario se eliminaran las barreras arquitectónicas existentes para la población discapacitada y disponer lo necesario para que el amparado sea reubicado en un Centro de Atención Institucional que cuente con la accesibilidad que requiere para satisfacer sus derechos. CL
12436-09.  SE ORDENA NOTIFICACION EFECTIVA DE PRIVADOS DE LIBERTAD, RESGUARDANDO INTEGRIDAD DE FUNCIONARIOS JUDICIALES. Alega el recurrente que durante los años 2007 y 2008 presentó una serie de recursos de hábeas corpus y amparos que fueron tramitados y resueltos por ésta Sala. Indica que no tiene conocimiento sobre las actuaciones y resoluciones dictadas en dichos expediente. Manifiesta que son conocidos los "vejámenes y maltratos físicos y sicológicos" que viven los notificadores del poder judicial cuando ingresan al Centro de Atención Institucional la Reforma, a entregar las cédulas de notificación a los privados de libertad, dado que no se resguarda la integridad física y ello provoca que los mismos no quieran ingresar, a cumplir con sus labores.   Se declara con lugar el recurso únicamente contra la Ministra de Justicia y Gracia. Se ordena a la  Ministra de Justicia y Gracia, que de forma inmediata garantice las notificaciones efectivas  a los privados de libertad por parte de los funcionarios notificadores de la Sala Constitucional sin poner en peligro la integridad física de los funcionarios judiciales.  CL

12151-09.  RESTRICCIÓN DE VISITANTES A CENTRO PENAL POR LA PANDEMIA.  Señala la recurrente que el 24 de julio de 2009 consultó, vía telefónica, si se estaban recibiendo encomiendas para los privados de libertad y le indicaron que las mismas se recibirían hasta las 03:00 p.m. Sin embargo, indica que el 25 de julio de 2009 se apersonó al Centro de Atención Institucional recurrido para visitar a su esposo, y le comunicaron que no le dejaban entrar por cuanto no se estaban recibiendo visitas, ni se estaba permitiendo ingresar encomiendas por el posible contagio de la gripe AH1N1. Manifiesta que se encuentra disconforme con la situación pues no le puede hacer llegar a su cónyuge los insumos necesarios para su aseo personal y necesidades básicas y, por ende, se violenta su derecho a la salud.   Con base en las consideraciones dadas en la sentencia,  se rechaza de plano el recurso. RP
SERVICIOS PUBLICOS
13343-09.   RETARDO EN CONECTAR SERVICIO DE ELECTRICIDAD EN BARRIO BONITO DE GUÁPILES. Señala el recurrente que es vecino de la comunidad de San Luis de Guácimo y que en mayo de 2004 un grupo de vecinos de la comunidad de Barrio Bonito, solicitaron el servicio eléctrico a la Subregión Guápiles del Instituto Costarricense de Electricidad y a pesar de que se les indicó que el servicio les sería suministrado, hasta ahora no lo han hecho. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador del Área de Desarrollo Eléctrico, Región Huetar Atlántica, del Instituto Costarricense de Electricidad, que proceda inmediatamente a efectuar los procedimientos y trabajos necesarios a fin de que al amparado, y a los vecinos de El Bosque de Guácimo, se les brinde de forma efectiva el servicio eléctrico.  CL
13312-09. NIEGAN SERVICIO DE AGUA EN BAJO CLARAS DE LA FILA DE MORA. Indica la recurrente que conforman doce familias que viven a 300 o 400 metros del último punto de abastecimiento de agua del A y A, en la localidad de Bajo Claras de La Fila de Mora, y que para abastecerse de agua lo hacen de nacientes y de aguas residuales de su mismo barrio, quedando muy lejos del nivel mínimo aceptable de calidad de agua apto para el consumo humano, a pesar de sus gestiones, el servicio no les ha sido suministrado. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Gerente General; a la Jefe Cantonal de la Oficina de Puriscal; y, al Director de la Región Central Oeste, todos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que en el término improrrogable de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, adopten todas las medidas que sean necesarias para dar solución definitiva al problema de abastecimiento de agua que sufre la amparada y los habitantes del Bajo Claras de la Fila de Mora.  CL
12532-09. PARTICULAR SUSPENDE SERVICIO DE AGUA POTABLE A ESCUELA. Alega el recurrente, que la Junta de Educación de Coyolito de Abangares se fundó en 1967 y desde ese momento recibe el beneficio de agua potable de una fuente ubicada en calle pública, donde se había establecido un tanque de captación. No obstante, indica que dicho acueducto pasa por la finca de un particular que tiene dos llaves de paso: una para la finca de su propiedad y la otra para uso del Centro Educativo de Coyolito, razón por la cual se ha establecido una servidumbre de aguas continuas por acuerdo entre las partes que ha prevalecido por más de cuarenta años. Refiere que en marzo de 2008, la Municipalidad de Abangares envió una maquinaria a fin de dar mantenimiento a la calle pública y rompió el acueducto que abastecía el agua, procediendo el recurrido a cerrar la llave de paso, dejando a la escuela desde esa fecha -marzo de 2008- sin el servicio. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena lo siguiente: a) Al recurrido restablecer, de forma inmediata, el servicio de agua a la Escuela Coyolito de Abangares, y mantenerlo mientras no sea asumido por otra persona privada o pública; y, b) Al  Ministro de Educación Pública, o a quien ocupe su cargo, gestionar lo que en Derecho corresponda para que, en el plazo improrrogable de tres meses, la población de la Escuela Coyolito de Abangares cuente con el servicio de agua potable en condiciones de eficiencia y continuidad, de lo que se deberá informar oportunamente a este Tribunal.  CL
12257-09. FECHAS DE CORTE DE TELEFONÍA FIJA Y CELULAR. El recurrente impugna la medida tomada por el Instituto Costarricense de Electricidad, de suspender el servicio telefónico veinticuatro horas después de su vencimiento, toda vez que como recibe salario de forma mensual, le afecta el hecho de que su recibo venza todos los días 24 de cada mes, sin que todavía haya recibido salario. Sobre el tema si cita la sentencia10020-09.  SL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
13994-09. NIEGAN AFILIACIÓN A UNA ASOCIACIÓN INDÍGENA. Aduce el recurrente que el día 20 de abril de 2009 recibió una nota con el sello de la Asociación de Desarrollo Integral Indígena Térraba, en la que se le comunicó  la primera convocatoria en la comunidad de Bijagual,  donde se va realizar una Asamblea General de Afiliados, en la que "cada uno de los solicitantes de afiliación tendrán la oportunidad de exponer su defensa y razones para pertenecer a esta organización". Indica que en la nota antes referida, se les indicó textualmente que se rechazaba su solicitud de afiliación, toda vez que con su actuar no solo ha afectado el buen nombre de la organización a la que pretende pertenecer sino que también ha entrabado su funcionamiento y el desarrollo de la comunidad. Acusa que el Presidente de la Asociación recurrida le detalló una serie de acciones presuntamente cometidas por su persona, que según él, le hacen acreedor de la denegatoria de su solicitud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Térraba de Buenos Aires, proceder a la afiliación inmediata de los amparados. CL
13907-09. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO SIN DEBIDO PROCESO EN ASOCIACIÓN. Manifiestan los recurrentes que desde hace más de 29 años son asociados activos de la Asociación Centro Científico Tropical, en la que se les abrió un procedimiento administrativo, en el que nunca se les hizo un traslado de cargos, ni se les impuso de las pruebas existentes en su contra, ni se les otorgó el plazo de 10 días hábiles que señala el citado artículo 11-C para hacer los descargos correspondientes. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anula el procedimiento efectuado en contra de los recurrentes, ante el Comité de Ética de la Asociación Centro Científico Tropical, el cual podrá reponerse con observancia del debido proceso. CL
13301-09. LLAMADAS CONSTANTES DE EMPRESA DE TARJETAS DE CREDITO. Señala el recurrente que una empresa de tarjetas de crédito, viola su derecho a la intimidad ya que constantemente recibe llamadas telefónicas, mensajes de voz y mensajes de texto, por el cobro indebido de una deuda que no es suya. Asegura que interpuso la respectiva denuncia penal, ya que considera que lo están acosando y haciendo llamadas mortificantes en el ámbito familiar y laboral. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
13331-09. NO LE ACEPTAN DESAFILIACIÓN DE ASOCIACIÓN. Alega el recurrente que desde el 17 de julio del 2007, presentó su solicitud de renuncia como afiliado de dicha asociación, la cual fue conocida el 18 de julio de ese mismo año, por la Junta Directiva. Pese a ello, a la fecha de interposición de este amparo, continúa afiliado a la misma, sin posibilidad de lograr su desafiliación. Por lo anterior, estima lesionados sus derechos fundamentales, pues la asociación recurrida al no resolver su gestión lo obliga a una afiliación que no desea y a soportar las deducciones que ésta le ocasiona. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Asociación de Directores y Administradores del Sistema Educativo Costarricense, que en forma inmediata disponga y realice las gestiones necesarias a efecto de que cesen las deducciones al salario del recurrente por concepto de cuotas u otros aspectos concernientes a la Asociación recurrida. Asimismo, se le ordena al directivo ante indicado, que dentro del término improrrogable de un mes, disponga y realice las gestiones necesarias para que le sean devueltos al recurrente, completa y efectivamente, los dineros que la Asociación le hubiere retenido, con posterioridad al 18 de julio de 2007, fecha en que se acepta la renuncia del accionante al ente accionado. CL 
12680-09. SANCIÓN  EN CLUB PRIVADO IMPUESTA A UNO DE LOS SOCIOS. LIBERTAD DE EXPRESIÓN. Señala el recurrente que es socio activo del Club Campestre Español S.A. y que junto a otro socio crearon una publicación denominada "EL A.B.C. del socio del C.C.E., toda vez que no existe en la sociedad mencionada ningún medio para informar a los socios sobre el quehacer del Club o para emitir inquietudes relativas al mismo, sin que se haya afectado la reputación de ningún socio ni directivo del Club. Sin embargo, a causa de esa publicación, la Sociedad abrió un proceso en su contra, con el argumento de que él se había arrogado "potestades para crear un Boletín no autorizado por los órganos del Club Campestre Español S. A., y utilizarlo para esparcir especies idóneas que afectan la reputación de socios y directivos del Club según el contenido del Boletín. Finalmente le fue impuesta una sanción disciplinaria de suspensión por un plazo de nueve meses. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las resoluciones de la Asamblea Extraordinaria de Socios del Club Campestre Español S.A. de las 21:45 horas del 31 de enero de 2009 y lo resuelto por la Junta Directiva de ese Club en el artículo 2 inciso 2.3 de la sesión ordinaria número 764 del 3 de noviembre de 2008. CL   






